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PROYECTO DE LEY NUMERO 106 DE 2001 CAMARA
por la cual se ajustan algunas normas del Estatuto Orgánico

del Sistema Financiero y se dictan otras disposiciones.
Bogotá, D. C., 26 de septiembre de 2001.
Doctor
GUILLERMO GAVIRIA
Presidente
Honorable Cámara de Representantes
Ciudad.
Apreciado Presidente:
Tengo el agrado de someter a consideración de la honorable Cámara

de Representantes, el proyecto de ley, “por la cual se ajustan algunas
normas del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero y se dictan otras
disposiciones”.

Con sentimientos de consideración y aprecio,
Juan Manuel Santos,

Ministro de Hacienda y Crédito Público,
ACTA DE PRESENTACION

El señor Ministro de Hacienda y Crédito Público, doctor Juan
Manuel Santos, se presentó en la Secretaría General de la honorable
Cámara de Representantes para someter a consideración del Congreso
de la República, el proyecto de ley, “por la cual se ajustan algunas
normas del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero y se dictan otras
disposiciones”.

Dado el veintiséis de septiembre de dos mil uno.
El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

Angelino Lizcano.
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Juan Manuel Santos.
PROYECTO DE LEY NUMERO 106 DE 2001 CAMARA

por la cual se ajustan algunas normas del Estatuto Orgánico del
Sistema Financiero y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Adiciónese el numeral 1 del artículo 7º del Estatuto
Orgánico del Sistema Financiero con el siguiente literal:

“n) Realizar operaciones de leasing habitacional las cuales deben
tener  por objeto bienes inmuebles destinados a vivienda. Estas
operaciones solo podrán ser efectuadas por establecimientos banca-
rios cuya cartera de vivienda represente por lo menos el 50% del total
de su cartera y se considerarán leasing operativo para efectos contables
y tributarios”.

Artículo 2°. Adiciónese el numeral 1 del artículo 7º del Estatuto
Orgánico del Sistema Financiero con el siguiente literal:

“ñ) Celebrar contratos de administración no fiduciaria de la cartera
y de las acreencias de las entidades financieras que han sido objeto de
toma de posesión para liquidación.”

Artículo 3°. Adiciónese el artículo 24 del Estatuto Orgánico del
Sistema Financiero con el siguiente literal:

“k) Recibir créditos de otros establecimientos de crédito para la
realización de operaciones de microcrédito, con sujeción a los térmi-
nos y condiciones que fije el Gobierno Nacional”.

Artículo 4°. Adiciónese el Estatuto Orgánico del Sistema Financie-
ro con el siguiente artículo, que se incorpora bajo el número 52:

“Artículo 52. Intervención para el desarrollo de la medida de
exclusión de activos y pasivos. 1. El Gobierno Nacional intervendrá
para establecer las normas con sujeción a las cuales se desarrollará la
ejecución de las medidas de exclusión de activos y pasivos y desmonte
progresivo de operaciones, de acuerdo con las reglas generales previs-
tas en los numerales 11 y 12 del artículo 113 del Estatuto Orgánico del
Sistema Financiero. En desarrollo de la facultad de intervención que
se regula en el presente artículo el Gobierno Nacional dictará las
normas aplicables en el evento en que se establezca la existencia de
activos sobrevaluados o de pasivos subvaluados. 2. El Gobierno
Nacional, obrando en coordinación con la Junta Directiva del Banco
de la República, podrá establecer una inversión forzosa para los
establecimientos de crédito con el objeto de que los recursos prove-
nientes de la misma sean destinados por el Fondo de Garantías de
Instituciones Financieras al otorgamiento de créditos al patrimonio
autónomo que se constituya en desarrollo de la medida de exclusión de
activos y pasivos, con el objeto de que el mismo disponga de los
recursos para la cancelación de los intereses o del capital de los títulos
que se expidan con arreglo a lo previsto en el literal g) del numeral 11
del artículo 113 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero. Así
mismo, los recursos provenientes de la inversión forzosa podrán
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utilizarse para cubrir la diferencia que llegare a presentarse como
resultado de la operación prevista en el literal i) del numeral 11 del
artículo 113 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero.

Se podrá prever un menor requerimiento de inversión obligatoria
para el  establecimiento o establecimientos de crédito que se hagan
cargo de todo o parte de los pasivos excluidos del establecimiento de
crédito sujeto de la medida”.

Artículo 5°. El numeral 3 del artículo 68 del Estatuto Orgánico del
Sistema Financiero, quedará así:

“3. Procedimiento. Los contratantes en los negocios jurídicos
celebrados intuito personae, deberán expresar su rechazo o aceptación
a más tardar dentro de los diez (10) días siguientes al envío por correo
certificado del aviso de cesión, a la dirección que figure como su
domicilio en los registros de la entidad. De no recibirse respuesta
dentro del término fijado se entenderá aceptada la cesión. El rechazo
de la cesión facultará a la entidad para terminar el contrato sin que haya
lugar a indemnización, procediendo a la liquidación correspondiente
y a las restituciones mutuas a que haya lugar. En todo caso, no se
requerirá la aceptación del contratante cedido cuando la cesión sea el
resultado del ejercicio de la medida cautelar indicada en el artículo 113
del  presente Estatuto.

De los titulares de acreencias que sean parte de los demás contratos
comprendidos en la cesión, no se requerirá aceptación. En todo caso
deberán ser notificados del aviso de cesión dentro de los diez (10) días
siguientes a la celebración de  la operación. La cesión en ningún caso
producirá efectos de novación”.

Artículo 6°. Modifíquese el numeral 5 del artículo 71 del Estatuto
Orgánico del Sistema Financiero, el cual quedará así:

“5. Condiciones de la autorización. En desarrollo de la adquisi-
ción, fusión, conversión, escisión, y cesión de activos, pasivos y
contratos de que trata el artículo 68 del presente Estatuto, las entidades
quedarán facultadas exclusivamente para adelantar las actividades
propias de la clase de institución financiera resultante de la operación.
En consecuencia, la aprobación, en caso de requerirse, deberá condi-
cionarse a que dentro de un término máximo de tres (3) meses,
contados desde la fecha de la misma, se acuerde con la Superintendencia
Bancaria  un programa de adecuación de las operaciones al régimen
propio de la institución correspondiente, el cual tendrá una duración
máxima de dos (2) años”.

Artículo 7°. El artículo 72 del Estatuto Orgánico del Sistema
Financiero quedará así:

“Artículo 72. Reglas de conducta y obligaciones legales de las
entidades vigiladas, de sus administradores, directores, representan-
tes legales, revisores fiscales y funcionarios. Las entidades vigiladas,
sus administradores, directores, representantes legales, revisores fis-
cales y funcionarios, deben obrar no sólo dentro del marco de la ley
sino dentro del principio de la buena fe y de servicio al interés público
de conformidad con el artículo 335 de la Constitución Política, para lo
cual tienen la obligación legal de abstenerse de realizar las siguientes
conductas:

a) Concentrar el riesgo de los activos o pasivos por encima de los
límites legales;

b) Celebrar, en contravención a disposiciones legales, operaciones
con los accionistas, o con las personas relacionadas o vinculadas con
ellos, por encima de los límites legales;

c) Utilizar o facilitar recursos captados del público, para realizar
operaciones dirigidas a adquirir el control de otras sociedades o
asociaciones sin autorización legal;

d) Invertir en otras sociedades o asociaciones en las cuantías o
porcentajes no autorizados por la ley;

e) Facilitar, promover o ejecutar cualquier práctica que tenga como
propósito o efecto la evasión fiscal;

f) No suministrar la información que a juicio de la Superintendencia
Bancaria deba entregarse al público, a los usuarios o a los clientes de
las entidades vigiladas para que éstos puedan tomar decisiones debi-

damente informadas y puedan conocer cabalmente el alcance de sus
derechos y obligaciones en las relaciones contractuales que los vincu-
lan o puedan llegar a vincular con aquellas;

g) Ejercer actividades o desempeñar cargos sin haberse posesiona-
do ante la Superintendencia Bancaria cuando la ley así lo exija;

h) No llevar la contabilidad de la entidad vigilada según las normas
aplicables, o llevarla en tal forma que impidan conocer oportunamente
la situación patrimonial o de las operaciones que realiza, o remitir a la
Superintendencia Bancaria información contable falsa, engañosa o
inexacta;

i) Obstruir las actuaciones de inspección, vigilancia y control de la
Superintendencia Bancaria, o no colaborar con las mismas;

j) Utilizar indebidamente o divulgar información sujeta a reserva;
k) Incumplir o retardar el cumplimiento de las instrucciones,

requerimientos u órdenes que señale la Superintendencia Bancaria
sobre las materias que de acuerdo con la ley son de su competencia, y

l) En general,  incumplir las obligaciones y funciones que la ley les
imponga, o incurrir en las prohibiciones, impedimentos o inhabilidades
relativas al ejercicio de sus actividades.”

Artículo 8°. Modifíquese el último inciso del numeral 1 del artículo
80 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, el cual quedará así:

“Corresponderá al Gobierno Nacional, mediante normas de carác-
ter general, fijar los capitales mínimos que deberán acreditar las
instituciones financieras reguladas por normas especiales que se
encuentren sometidas al control y vigilancia de la Superintendencia
Bancaria y el capital mínimo de constitución y funcionamiento de las
entidades reaseguradoras y aseguradoras. Para estas últimas, el capital
mínimo se determinará de acuerdo con los ramos autorizados.

La Superintendencia Bancaria revisará periódicamente la suficien-
cia del capital  de las entidades aseguradoras requerido por ramo de
acuerdo con las condiciones del mercado e informará anualmente al
Ministerio de Hacienda y Crédito Público, en el mes de febrero, las
circunstancias que ameriten la variación del mismo. Para este propó-
sito, la Superintendencia Bancaria solicitará a las entidades asegura-
doras la información que estime conveniente”.

Artículo 9°. Adiciónese un numeral 4 al artículo 83 del Estatuto
Orgánico del Sistema Financiero, así:

“4.  Por los defectos mensuales en que incurran las entidades
aseguradoras en las relaciones de solvencia previstas en los numerales
2 y 3 del artículo 82 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, la
Superintendencia Bancaria impondrá una multa a favor del Tesoro
Nacional por el equivalente al tres punto cinco por ciento (3.5%) sobre
el valor del defecto patrimonial que presenten mensualmente, sin
exceder, respecto de cada incumplimiento, del uno punto cinco por
ciento (1.5%) de patrimonio requerido para dar cumplimiento a dichas
relaciones.

Lo dispuesto en este artículo se entenderá sin perjuicio de las demás
sanciones o medidas administrativas que pueda imponer la
Superintendencia Bancaria conforme a sus facultades legales”.

Artículo 10. Adiciónese el siguiente inciso al numeral 3 del artículo
88 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero:

“No se aplicará la excepción anterior cuando se realice una transac-
ción que incremente la participación del inversionista a más  del
cincuenta por ciento (50%) de las acciones suscritas de la entidad
vigilada”.

Artículo 11. Modifíquese el numeral 2 del artículo 94 del Estatuto
Orgánico del Sistema Financiero, y adiciónese el numeral 4, así:

“2. Oficinas de representación de reaseguradoras del exterior.
La Superintendencia Bancaria está facultada para autorizar el estable-
cimiento en Colombia de oficinas de representación de reaseguradores
extranjeros. Dichas oficinas podrán operar exclusivamente en la
aceptación o cesión de responsabilidades en reaseguro; por tanto, no
actuarán, directa ni indirectamente, en la contratación de seguros.

La Superintendencia Bancaria ejercerá sobre ellas inspección y
vigilancia con las mismas facultades con que cuenta para supervisar
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las entidades del sector asegurador y dictará las reglas a las cuales
deben someterse las oficinas de representación y sus administradores.
De igual forma, dicha Superintendencia ejercerá la inspección y
vigilancia sobre las oficinas de representación de organismos finan-
cieros del exterior, para lo cual podrá dictar las reglas a las cuales deben
someterse tanto las oficinas como sus administradores.

“4. Operaciones. Mediante normas de carácter general, el Gobier-
no Nacional señalará las operaciones autorizadas a las oficinas de
representación en Colombia de entidades financieras del exterior, así
como sus restricciones y prohibiciones.”

Artículo 12. Modifíquese el numeral 1 del artículo 97 del Estatuto
Orgánico del Sistema Financiero, el cual quedará así:

“1. Información a los usuarios. Las entidades vigiladas deben
suministrar a los usuarios de los servicios que prestan la información
necesaria para lograr la mayor transparencia en las operaciones que
realicen, de suerte que les permita, a través de elementos de juicio
claros y objetivos, escoger las mejores opciones del mercado.

En tal sentido, no está sujeta a reserva la información correspon-
diente a los activos y al patrimonio de las entidades vigiladas, sin
perjuicio del deber de sigilo que éstas tienen sobre la información
recibida de sus clientes y usuarios”.

Artículo 13. Adiciónese el siguiente numeral al artículo 98 del
Estatuto Orgánico del Sistema Financiero:

“5. Con el propósito de garantizar el derecho de los consumidores,
las instituciones financieras deberán proporcionar la información
suficiente y oportuna a todos los usuarios de sus servicios,  permitien-
do la adecuada comparación de las condiciones financieras ofrecidas
en el mercado. En todo caso, la información financiera que se presente
al público deberá hacerse en tasas efectivas. El Gobierno Nacional,
mediante normas de carácter general, determinará la periodicidad y
forma como deberá cumplirse esta obligación.”

Artículo 14. Adiciónese el artículo 98 del Estatuto Orgánico del
Sistema Financiero con el siguiente numeral:

“6. Conflictos de interés. Dentro del giro de los negocios de las
entidades vigiladas por la Superintendencia Bancaria, los directores,
representantes legales, revisores fiscales y en general todo funcionario
con acceso a información privilegiada deberá abstenerse de realizar
cualquier operación que dé lugar a conflictos de interés. La
Superintendencia Bancaria calificará de manera general y previa la
existencia de tales conflictos y determinará las sanciones a que haya
lugar por su desconocimiento de conformidad con el régimen general
sancionatorio de su competencia”.

Artículo 15. Adiciónese el artículo 113 del Estatuto Orgánico del
Sistema Financiero con el siguiente numeral:

“11. Exclusión de activos y pasivos. Con el propósito de proteger
la confianza pública en el sistema financiero, la Superintendencia
Bancaria podrá disponer, como medida cautelar, la exclusión de
activos y pasivos de un establecimiento de crédito y como consecuen-
cia de la misma, la transferencia de la propiedad de los activos y la
cesión de los pasivos de dicho establecimiento que se determinen al
expedir la orden correspondiente, cuando la medida sea procedente a
juicio del Superintendente Bancario, para prevenir que una entidad
incurra en causal de toma de posesión o para subsanarla, o como
medida complementaria a la toma de posesión.

La medida de exclusión de activos y pasivos se sujetará a las normas
que el Gobierno Nacional dicte en desarrollo de las atribuciones de
intervención y a las siguientes reglas generales:

a) Unicamente serán objeto de exclusión los pasivos originados en
la captación de depósitos del público a la vista o a término,  los créditos
a favor del Fondo de Garantías de Instituciones Financieras, del Fondo
de Garantías de Entidades Cooperativas y del Banco de la República,
diferentes de los originados en operaciones de redescuento celebradas
con este último, cuando intermedie líneas de crédito externo, y en las
operaciones de liquidez de que trata el literal b) del artículo 16 de la
Ley 31 de 1992. La transferencia de los pasivos resultante de la

exclusión se producirá de pleno derecho, sin perjuicio del aviso que se
dará a los titulares de los pasivos objeto de exclusión;

b) Los pasivos para con el público serán transferidos en su totalidad
a los establecimientos de crédito en las condiciones y bajo los instru-
mentos que determine el Gobierno Nacional. En desarrollo de las
disposiciones que expida el Gobierno Nacional, podrá establecerse la
obligación de presentar ofertas por parte de los establecimientos de
crédito convocados a la subasta de adjudicación de pasivos que el
Fondo de Garantías de Instituciones Financieras organice para el
efecto;

c) Con los activos excluidos se conformará un patrimonio autóno-
mo que podrá ser administrado por un establecimiento de crédito en
virtud de un contrato de administración no fiduciario o por una
sociedad fiduciaria en virtud de un contrato de fiducia mercantil. Los
pasivos a favor del Fondo de Garantías de Instituciones Financieras,
del Fondo de Garantías de Entidades Cooperativas y del Banco de la
República serán transferidos a este patrimonio autónomo;

d) La exclusión comprenderá activos por la diferencia positiva, si
la hay, resultante de restar al activo registrado en el último balance
disponible de la institución sujeto de la medida, antes de la adopción
de la misma, el pasivo externo a cargo de ésta, teniendo en cuenta los
ajustes que en relación con dicho balance sean necesarios a juicio de
la Superintendencia Bancaria.  En todo caso, se procurará que exista
equivalencia entre el valor atribuido a los activos transferidos al
patrimonio autónomo y los pasivos excluidos;

e) Dentro de los activos excluidos quedarán comprendidos los que
hayan sido transferidos al Fondo de Garantías de Instituciones Finan-
cieras, al Fondo de Garantías de Entidades Cooperativas y al Banco de
la República mediante operaciones de descuento o de redescuento,
diferentes de las señaladas en el literal a) de este artículo. En tal caso,
las entidades mencionadas deberán transferir al patrimonio autónomo,
constituido conforme  al numeral 11, literal c) del artículo 113 del
presente Estatuto, los bienes que les hubieren sido enajenados en
desarrollo de la operación activa de crédito, o su equivalente en dinero,
a más tardar dentro de los ocho (8) días hábiles siguientes a la fecha en
que se adoptó la medida, una vez constituido el patrimonio autónomo
en mención;

f) Con el fin de hacer viable la medida de exclusión, en caso de que
no exista la  equivalencia entre los activos y pasivos objeto de la misma
a que se refiere el literal precedente, el Fondo de Garantías de
Instituciones Financieras, dentro del marco de sus atribuciones legales
y, en especial, del numeral 6 del artículo 320 del Estatuto Orgánico del
Sistema Financiero, podrá suscribir títulos de deuda de pago subordi-
nado a cargo del patrimonio autónomo al que se transfieran los activos,
con el fin de que los activos existentes tengan un valor que corresponda
cuando menos al de los pasivos excluidos.  Dentro de los activos
excluidos podrán incluirse activos castigados;

g) Con cargo al patrimonio autónomo que se conforme con los
activos excluidos se emitirán títulos representativos de derechos sobre
dichos activos por un monto equivalente al de los pasivos excluidos,
cuyas clases y condiciones serán fijadas por la Junta Directiva del
Fondo de Garantías de Instituciones Financieras, teniendo en cuenta
las normas que expida el Gobierno Nacional;

h) Con el fin de darles liquidez a los activos excluidos, el Fondo de
Garantías de Instituciones Financieras podrá transferir al patrimonio
autónomo, a cambio de títulos de deuda que se emitan en desarrollo de
lo previsto en el literal g) de este numeral, hasta una suma equivalente
al seguro de depósito que habría de reconocerse en caso de liquidación
forzosa respecto de los pasivos excluidos;

i) El Fondo de Garantías de Instituciones Financieras podrá permu-
tar títulos   de deuda que se emitan en desarrollo de lo previsto en el
literal g) de este numeral, por títulos emitidos por dicho Fondo, con el
objeto de entregarlos como pago a los establecimientos de crédito
receptores de los pasivos con el público;

j) Las transferencias de los activos y pasivos excluidos se efectua-
rán por los administradores de la entidad, en la forma y términos que
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sean determinados por el Fondo de Garantías de Instituciones Finan-
cieras, entidad que también determinará los destinatarios de las
transferencias, así como las directrices bajo las cuales se podrá
adelantar por la entidad sujeto de la medida la administración temporal
de los activos excluidos, para lo cual se contará con la cooperación
interinstitucional de la Superintendencia Bancaria, todo con sujeción
a las normas que establezca el Gobierno Nacional;

k) Para efectos fiscales y de determinación de derechos notariales
y de registro, las transferencias que se realicen en desarrollo de la
medida de exclusión se considerarán como actos sin cuantía;

l) La transferencia de activos y pasivos se entenderá perfeccionada
con la protocolización del documento o documentos privados que la
contengan y tratándose de derechos cuya tradición o constitución esté
sujeta a registro, bastará con la inscripción de copia de la correspon-
diente escritura de protocolización, caso en el cual se dará aplicación
a lo previsto en el numeral 4 del artículo 60 del Estatuto Orgánico del
Sistema Financiero;

m) Los administradores serán responsables hasta la culpa levísima
en los términos del artículo 63 del Código Civil, por el cumplimiento
inmediato de la obligación de transferencia resultante de la exclusión;

n) En el caso previsto en el presente artículo y en el evento en que
se disponga la liquidación de la entidad, respecto de los activos y
pasivos excluidos no se aplicarán las reglas del artículo 300 del
Estatuto Orgánico del Sistema Financiero;

o) En caso de que llegare a existir, el remanente que quede en el
patrimonio autónomo después de pagar los pasivos que lo afecten será
transferido al establecimiento de crédito que enajenó los activos
excluidos”.

Artículo 16. Adiciónese el artículo 113 del Estatuto Orgánico del
Sistema Financiero con el siguiente numeral:

“12. Programa de desmonte progresivo. El programa de desmon-
te progresivo es una medida cautelar que procede para la protección de
los ahorradores e inversionistas y busca evitar que las entidades
sometidas al control y vigilancia de la Superintendencia Bancaria
incurran en causal de toma de posesión o para prevenirla. Esta medida
procederá cuando la institución vigilada prevea que en el mediano
plazo no podrá continuar cumpliendo con los requerimientos legales
para funcionar en condiciones adecuadas, siempre y cuando se garan-
tice la adecuada atención de los ahorros del público. Para este caso, la
entidad deberá adoptar y someter a la aprobación de la Superintendencia
Bancaria un programa de desmonte progresivo de sus operaciones
financieras o de seguros. La Superintendencia Bancaria podrá excep-
tuar a las entidades en desmonte de los requerimientos legales de una
entidad en marcha”.

Artículo 17. Adiciónese el artículo 113 del Estatuto Orgánico del
Sistema Financiero con el siguiente parágrafo:

“Parágrafo. Las medidas contempladas en los numerales 11 y 12
del presente artículo,  podrán ser aplicables en situaciones de reorga-
nización o desmonte total o parcial de instituciones financieras en
cuyo capital participe mayoritariamente la Nación, el Fondo de
Garantías de Instituciones Financieras u otras entidades de derecho
público.

El Gobierno Nacional podrá disponer mediante normas de carácter
general que en la transferencia que se dé como consecuencia de la
aplicación de la medida de exclusión, se incluyan otros pasivos a cargo
de la institución financiera de naturaleza pública respecto de la cual
recaiga la medida, caso en el cual alguno o algunos de tales pasivos
podrán quedar a cargo del patrimonio autónomo a que se refiere el
literal c) numeral 11 del presente artículo. El contrato de administra-
ción de los activos excluidos se celebrará con la entidad que designe
el Fondo de Garantías de Instituciones Financieras, en los términos y
condiciones que este mismo determine y se sujetará a las reglas del
derecho privado. La administración de los activos excluidos podrá ser
confiada a la Central de Inversiones  S. A. CISA, mientras el Fondo de
Garantías de Instituciones Financieras mantenga la participación de
capital mayoritaria en la misma”.

Artículo 18. Adiciónese el numeral 1 del artículo 114 del Estatuto
Orgánico del Sistema Financiero con el siguiente literal:

“k) Cuando incumpla la orden de exclusión de activos y pasivos que
le sea impartida por la Superintendencia Bancaria”.

Artículo 19. Adiciónese al literal a), numeral 2 del artículo 114 del
Estatuto Orgánico de Sistema Financiero, el siguiente inciso:

“Tratándose de las entidades aseguradoras, se entenderá configura-
da esta causal por defecto del fondo de garantía”.

Artículo 20.  El literal c) del numeral 3 del artículo 119 del Estatuto
Orgánico del Sistema Financiero, quedará así:

“c) No podrán celebrarse operaciones que impliquen conflictos de
interés. La Superintendencia Bancaria calificará de manera general y
previa la existencia de tales conflictos”.

Artículo 21. El numeral 1 del artículo 122 del Estatuto Orgánico del
Sistema Financiero quedará así:

“1. Operaciones con socios o administradores y sus parientes.
Las operaciones autorizadas que determine el Gobierno Nacional y
que celebren las entidades vigiladas por la Superintendencia Bancaria,
con sus accionistas titulares del cinco por ciento (5%) o más del capital
suscrito, con sus administradores, así como las que celebren con los
cónyuges y parientes de sus socios y administradores dentro del
segundo grado de consanguinidad o de afinidad, o único civil, reque-
rirán para su aprobación del voto unánime de los miembros de junta
directiva.

En el acta de la correspondiente reunión de la junta directiva se
dejará constancia, además, de haberse verificado el cumplimiento de
las normas sobre límites al otorgamiento de crédito o cupos máximos
de endeudamiento o de concentración de riesgos vigentes en la fecha
de aprobación de la operación.

En estas operaciones no podrán convenirse condiciones diferentes
a las que generalmente utiliza la entidad para con el público, según el
tipo de operación, salvo las que se celebren para atender sus necesida-
des de salud, educación, vivienda y transporte de acuerdo con los
reglamentos que para tal efecto previamente determine la junta direc-
tiva de manera general”.

Artículo 22. El numeral 5 del artículo 146 del Estatuto Orgánico del
Sistema Financiero, quedará así:

“5. Prohibiciones generales. Ninguna sociedad fiduciaria podrá
administrar más de un fondo común ordinario de inversión.

Las sociedades fiduciarias no podrán mantener los recursos de los
negocios que administran en depósitos a la vista en su matriz o en las
filiales o subsidiarias de ésta, en exceso de los porcentajes que
establezca la Superintendencia Bancaria, con excepción de los casos
en los cuales el  fideicomitente y todos los beneficiarios, de manera
expresa y por escrito, indiquen que sus recursos sean depositados en
las referidas entidades.”

Artículo 23.  Adiciónese el artículo 146 del Estatuto Orgánico del
Sistema Financiero con el siguiente numeral:

“9. Conflictos de interés. Los directores, representantes legales,
revisores fiscales y en general todo funcionario de  entidades fiducia-
rias con acceso a información privilegiada deberá abstenerse de
realizar cualquier operación que de lugar a conflictos de interés entre
el fiduciario y el fideicomitente o los beneficiarios designados por
éste. La Superintendencia Bancaria calificará de manera general y
previa la existencia de tales conflictos”.

Artículo 24. El numeral 1 del artículo 158 del Estatuto Orgánico del
Sistema Financiero, quedará así:

“1. Conflictos de interés.  Las administradoras y sus directores,
representantes legales o cualquier funcionario con acceso a informa-
ción privilegiada deberá abstenerse de realizar cualquier operación
que de lugar a conflictos de interés entre ellas y los fondos o patrimo-
nios que administran. La Superintendencia Bancaria calificará de
manera general y previa la existencia de tales conflictos”.

Artículo 25.  Adiciónese el numeral 3 al artículo 182 del Estatuto
Orgánico del Sistema Financiero, así:
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“3. Por los defectos en la inversión de las reservas en que incurran
las entidades aseguradoras y las sociedades de capitalización, la
Superintendencia Bancaria impondrá multas a favor del Tesoro Nacio-
nal por el equivalente al 3.5% del defecto presentado en cada mes
calendario”.

Artículo 26. Modifíquese el numeral 5 del artículo 193 del Estatuto
Orgánico del Sistema Financiero, así:

“5. Facultades del Gobierno Nacional en relación con los térmi-
nos de la póliza. Por tratarse de un seguro obligatorio, de forzosa
contratación, el Gobierno Nacional, a través del Ministerio de Hacien-
da y Crédito Público, señalará con carácter uniforme las condiciones
generales de las pólizas y las tarifas máximas que puedan cobrarse por
el mismo. La Superintendencia Bancaria revisará periódicamente las
condiciones técnicas y financieras de la operación de este seguro,
propósito para el cual solicitará a las entidades aseguradoras la
información que estime conveniente.

En todo caso, en la determinación de las tarifas se observarán los
principios de equidad, suficiencia y moderación y se podrán establecer
rangos diferenciales según la naturaleza de los riesgos”.

Artículo 27. Modifíquese el artículo 213 del Estatuto Orgánico del
Sistema Financiero, así:

“Artículo 213. Normas aplicables a los establecimientos de crédi-
to, sociedades de servicios financieros, entidades aseguradoras, so-
ciedades de capitalización, corredores de seguros, corredores de
reaseguros y otras instituciones financieras. Serán aplicables a las
corporaciones financieras, corporaciones de ahorro y vivienda, com-
pañías de financiamiento comercial,  cooperativas financieras, socie-
dades de servicios financieros, entidades aseguradoras, sociedades de
capitalización, corredores de seguros y corredores de reaseguros, las
normas que regulan los establecimientos bancarios, en todo lo que no
resulte contrario a sus disposiciones especiales”.

Artículo 28. Sustitúyase la Parte Séptima del Estatuto Orgánico del
Sistema Financiero, la cual quedará así:

“Parte Séptima
Régimen Sancionatorio

CAPITULO I
Reglas Generales

Artículo 208. Reglas generales. Se establece en esta parte del
Estatuto el régimen sancionatorio administrativo aplicable a las enti-
dades vigiladas por la Superintendencia Bancaria, así como a los
directores, administradores, representantes legales, revisores fiscales
u otros funcionarios o empleados de éstas.

La facultad sancionatoria administrativa de la Superintendencia
Bancaria se orienta y ejerce de acuerdo con los siguientes principios,
criterios y procedimientos:

1. Principios. La Superintendencia Bancaria en la aplicación de las
sanciones administrativas orientará su actividad siguiendo los si-
guientes principios:

a) Principio del debido proceso, según el cual las sanciones que
imponga la Superintendencia Bancaria deben estar debidamente mo-
tivadas y se aplicarán una vez agotadas las instancias del procedimien-
to administrativo aplicable para su imposición, con observancia de las
garantías constitucionales.

En particular, la Superintendencia Bancaria tendrá en cuenta los
descargos que hagan las personas a quienes se les formuló pliego de
cargos y la contradicción de las pruebas allegadas regular y oportuna-
mente al proceso administrativo sancionatorio;

b) Principio de proporcionalidad, según el cual la sanción deberá
ser proporcional a la infracción;

c) Principio ejemplarizante de la sanción, según el cual la
sanción que se imponga persuada a los demás directores, administra-
dores, representantes legales, revisores fiscales o funcionarios o
empleados de la misma entidad vigilada en la que ocurrió la infracción
y demás entidades vigiladas por la Superintendencia Bancaria, a
abstenerse de vulnerar la norma legal que dio origen a la sanción;

d) Principio de la revelación dirigida, según el cual la
Superintendencia Bancaria podrá determinar el momento en que se
divulgará la información en los casos en los cuales la revelación de la
sanción puede poner en riesgo la solvencia o seguridad de las entidades
vigiladas consideradas individualmente o en su conjunto.

Adicionalmente, la Superintendencia Bancaria aplicará los princi-
pios orientadores de las actuaciones administrativas establecidos en el
artículo 3º del Código Contencioso Administrativo.

2. Criterios para graduar las sanciones administrativas. Las
sanciones por infracciones administrativas a que se hace mención en
este artículo, se graduarán atendiendo los siguientes criterios, en
cuanto resulten aplicables:

a) La dimensión del daño o peligro a los intereses jurídicos
tutelados por la Superintendencia Bancaria, de acuerdo con las atribu-
ciones que le señala el presente Estatuto;

b) El beneficio económico que se hubiere obtenido para el infractor
o para terceros, por la comisión de la infracción, o el daño que tal
infracción hubiere podido causar;

c) La reincidencia en la comisión de la infracción;
d) La resistencia, negativa u obstrucción a la acción investigadora

o de supervisión de la Superintendencia Bancaria;
e) La utilización de medios fraudulentos en la comisión de la

infracción, o cuando se utiliza persona interpuesta para ocultarla o
encubrir sus efectos;

f) El grado de prudencia y diligencia con que se hayan atendido los
deberes o se hayan aplicado las normas legales pertinentes;

g) La renuencia o desacato a cumplir, con las órdenes impartidas por
la Superintendencia Bancaria;

h) El ejercicio de actividades o el desempeño de cargos sin que se
hubieren posesionado ante la Superintendencia Bancaria cuando la ley
así lo exija;

i) El reconocimiento o aceptación expresos que haga el investigado
sobre la comisión de la infracción antes de la imposición de la sanción
a que hubiere lugar.

Estos criterios de graduación no se aplicarán en la imposición de
aquellas sanciones pecuniarias regladas por normas especiales, cuya
cuantía se calcula utilizando la metodología indicada por tales dispo-
siciones, como son las relativas a encaje, niveles adecuados de
patrimonio, márgenes de solvencia, posición propia, inversiones obli-
gatorias, máximos y mínimos de inversión y demás controles de ley
aplicables a las entidades vigiladas por la Superintendencia Bancaria.

3. Sanciones. Las siguientes son las sanciones de carácter adminis-
trativo que la Superintendencia Bancaria puede imponer:

a) Amonestación o llamado de atención;
b) Multa pecuniaria a favor del Tesoro Nacional.  Cuando se trate

de las sanciones previstas en el artículo 209 de este Estatuto, la multa
podrá ser hasta de cien (100) millones de pesos del año 2001.  Cuando
se trate de las sanciones previstas en el artículo 211 de este Estatuto y
no exista norma especial que establezca la respectiva sanción, la multa
podrá ser hasta de quinientos (500) millones de pesos del año 2001;

c) Suspensión o inhabilitación hasta por cinco (5) años para el
ejercicio de cualquier cargo en entidades vigiladas por la
Superintendencia Bancaria;

d) Remoción de los administradores, directores, representantes
legales o de los revisores fiscales de las personas vigiladas por la
Superintendencia Bancaria.  Esta sanción se aplica sin perjuicio de las
que establezcan normas especiales.

Las sumas indicadas en este numeral se ajustarán anualmente, en el
mismo sentido y porcentaje en que varíe el Índice de Precios al
Consumidor suministrado por el DANE.

Las multas pecuniarias previstas en este artículo podrán ser sucesi-
vas mientras subsista el incumplimiento que las originó.

4. Procedimiento administrativo sancionatorio.
a) Inicio de la actuación. La actuación administrativa para deter-

minar la comisión de infracciones podrá iniciarse de oficio, por
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informes recibidos de terceros, mediante la práctica de visitas admi-
nistrativas de inspección, vigilancia y control, por traslado de otras
autoridades, por quejas o informes de personas naturales o jurídicas y,
en general, por cualquier otro medio que ofrezca credibilidad;

b) Actuación administrativa. Para la determinación de las
infracciones administrativas los funcionarios competentes podrán
allegar pruebas e informaciones sin requisitos ni términos especia-
les en la etapa anterior a la formulación de cargos. El trámite
posterior se sujetará a lo previsto de manera especial en este
artículo y en general en el Estatuto Orgánico del Sistema Financie-
ro y, en lo no regulado de manera especial, a lo dispuesto en el
Código Contencioso Administrativo.

A las actuaciones de la Superintendencia Bancaria en esta materia
no se podrá oponer reserva; sin embargo, los documentos que se
obtengan seguirán amparados por la reserva que la Constitución y la
ley establezca respecto de ellos y quienes tengan acceso al expediente
respectivo están obligados a guardar la reserva aplicable sobre los
documentos que allí reposen;

c) Divisibilidad. El procedimiento administrativo sancionatorio
es divisible. En consecuencia, se podrán formular y notificar los
cargos personales y los institucionales de manera separada e impo-
ner las correspondientes sanciones en forma independiente. Sin
embargo, cuando se trate de unos mismos hechos o de hechos
conexos se procurará dar traslado a los investigados en forma
simultánea, con el fin de poder confrontar sus descargos, precisan-
do en cada caso cuáles cargos se proponen a título personal y cuáles
a título institucional;

d) Dirección para notificaciones. La notificación de las actuacio-
nes adelantadas deberá efectuarse en la dirección de la institución
vigilada que aparezca en la Oficina de Registro de la Superintendencia
Bancaria o en la que haya indicado el investigado en la hoja de vida
presentada para su posesión en la misma Superintendencia, teniendo
en cuenta las actualizaciones que se hayan realizado para efecto de
notificaciones en dicha oficina o en la hoja de vida.

En el caso de instituciones vigiladas que cuenten con casillero de
correspondencia en la Superintendencia Bancaria, de conformidad
con la reglamentación que ésta expida al efecto, las notificaciones
mediante comunicación previstas en el literal f) de este numeral, de
carácter institucional o las personales a los administradores indicados
en el artículo 22 de la Ley  222 de 1995, que presten sus servicios a una
entidad vigilada al momento de la notificación, podrán hacerse a
través del casillero de correspondencia.

Cuando según los registros de la Superintendencia Bancaria el
investigado a título personal hubiere dejado de prestar sus servicios
a la institución vigilada en la que ocurrieron los hechos, la actua-
ción administrativa correspondiente se podrá notificar a la direc-
ción que establezca la Superintendencia Bancaria mediante la
verificación directa o mediante la utilización de guías telefónicas
o directorios.

Cuando no haya sido posible establecer la dirección del investigado
por ninguno de los medios señalados anteriormente, las actuaciones de
la Superintendencia Bancaria le serán notificadas por medio de publi-
cación de un aviso en un diario de amplia circulación nacional.

Si durante el desarrollo del procedimiento administrativo
sancionatorio el investigado o su apoderado señalan expresamente
una dirección para que se le notifiquen las actuaciones correspondien-
tes, la Superintendencia Bancaria deberá hacerlo a esa dirección a
partir de dicho momento y mientras el investigado o su apoderado,
mediante comunicación escrita dirigida al funcionario bajo cuya
competencia se adelante el procedimiento, no manifiesten el cambio
de dirección específica anotada;

e) Formas de notificación. Las notificaciones dentro de la actua-
ción administrativa sancionatoria serán personales, por edicto, por
aviso o mediante comunicación.

Las resoluciones que pongan fin a la actuación administrativa y las
que resuelvan el recurso de reposición interpuesto contra éstas se

notificarán personalmente, o por edicto si el interesado no compareciere
dentro del término de los cinco (5) días siguientes al envío por correo
certificado de la citación respectiva.

Los demás actos que se expidan se notificarán mediante comunica-
ción. No obstante, cuando se trate de actuaciones de carácter personal
respecto de quienes al momento de la notificación no ostenten la
calidad de administrador de una entidad vigilada en los términos del
artículo 22 de la Ley 222 de 1995, la notificación del pliego de cargos
se hará en forma personal.

En los casos en los que por carecerse de dirección conocida no
pudiere efectuarse la notificación respectiva, procederá la notificación
mediante aviso en un diario de amplia circulación nacional;

f) Notificación por comunicación. Esta modalidad de notificación
se hará mediante envío por correo certificado de una copia del acto
correspondiente a la dirección determinada conforme al literal d) de
este numeral, y se entenderá surtida en la fecha de su recibo.

En los eventos en los que se cuente con casillero de correspondencia
conforme a lo previsto en el literal d) de este numeral, la notificación
por comunicación podrá hacerse mediante el depósito de copia del
acto en el casillero correspondiente y se entenderá surtida en la fecha
de su retiro del mismo;

g) Formulación de cargos. Si el funcionario competente considera
que los hechos investigados constituyen una posible infracción, for-
mulará los cargos correspondientes a los presuntos infractores me-
diante acto motivado, contra el cual no procede recurso alguno.

El acto de formulación de cargos deberá contener una síntesis de
los hechos constitutivos de las posibles infracciones, de las pruebas
allegadas hasta ese momento y de las normas que se estiman
infringidas.

Tratándose de cargos fundados en informes de visita, como síntesis
de la prueba se dará traslado del informe, adjuntando copia del mismo,
y poniendo a disposición del investigado en las dependencias de la
Superintendencia los papeles de trabajo que lo soporten, sin perjuicio
de reseñar los medios de prueba distintos al informe de visita y sus
soportes que existieren;

h) Término de traslado del acto de formulación de cargos. El
término de traslado del acto de formulación de cargos a los presuntos
infractores será de diez (10) días contados a partir del día siguiente a
su notificación. Durante dicho término el expediente respectivo estará
a disposición de los presuntos infractores en las dependencias del
funcionario que hubiere formulado los cargos.

El traslado es la única oportunidad en que los presuntos infractores
pueden presentar los descargos que consideren pertinentes. Durante
este término podrán solicitar la práctica de pruebas, aportarlas u
objetar las obtenidas antes de la formulación de cargos;

i) Período probatorio. Las pruebas solicitadas se decretarán cuan-
do sean conducentes, pertinentes y eficaces para el esclarecimiento de
los hechos materia de investigación. Se aceptarán las aportadas si
llenan los anteriores requisitos. Se denegarán las que no los cumplan
y se ordenará de oficio las que se consideren pertinentes, mediante acto
motivado que señalará el término para su práctica, que no podrá
exceder de dos (2) meses si se trata de pruebas a practicarse en el
territorio nacional, o de cuatro (4) meses, si deben practicarse en el
exterior. La práctica de las pruebas comenzará a realizarse después de
transcurridos cinco (5) días desde la fecha de notificación por comu-
nicación del acto respectivo;

j) Recursos contra el acto de pruebas. Contra el acto que deniegue
total o parcialmente las pruebas solicitadas procede únicamente el
recurso de reposición, ante el funcionario que lo dictó, dentro de los
cinco (5) días siguientes a la fecha de su notificación. Contra el que
decrete todas las pruebas solicitadas no procederá ningún recurso;
tampoco procederá ningún recurso en relación con las pruebas decre-
tadas de oficio;

k) Valoración probatoria. Las pruebas se valorarán en su conjunto
conforme a las reglas de la sana crítica, atendiendo la naturaleza
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administrativa de la infracción, la índole objetiva de la responsabili-
dad correspondiente y los propósitos perseguidos por el régimen
sancionatorio;

l) Recursos contra la resolución sancionatoria. Contra la resolu-
ción que imponga la sanción de amonestación  o llamado de atención
no procederá recurso alguno. Contra la que imponga cualquier otra
sanción procederá únicamente el recurso de reposición, ante el funcio-
nario que dictó el acto, y deberá interponerse dentro de los cinco (5)
días siguientes a su notificación. Contra la resolución que rechace el
recurso de reposición no procederá recurso alguno.

En lo no previsto en este artículo y en general en el Estatuto
Orgánico del Sistema Financiero, la interposición y trámite de los
recursos se sujetará a lo previsto en el Título II del Libro Primero del
Código Contencioso Administrativo;

m) Suspensión de términos. El término previsto para expedir y
notificar la resolución que ponga fin a la actuación se suspenderá en
los siguientes casos:

1. Cuando se presente alguna de las causales de recusación o
impedimento establecidas en el Código Contencioso Administrativo
y en el Código de Procedimiento Civil respecto de alguno de los
funcionarios que deban realizar diligencias investigativas, practicar
pruebas o pronunciar decisiones definitivas dentro del procedimiento
administrativo.

El término de suspensión en este evento será igual al que se
requiera para agotar el trámite de la recusación o impedimento, de
acuerdo con el procedimiento establecido en el Código Contencio-
so Administrativo.

2. Por el período probatorio de que trata el literal i) de este numeral,
caso en el cual la suspensión se contará a partir de la ejecutoria del acto
que resuelva sobre las pruebas en la actuación, y por el término que se
señale para la práctica de las mismas;

n) Renuencia a suministrar información. Las personas naturales
o jurídicas que se rehúsen a presentar los informes o documentos
requeridos en el curso de las investigaciones administrativas, los
oculten, impidan o no autoricen el acceso a sus archivos a los
funcionarios competentes, o remitan la información solicitada con
errores significativos o en forma incompleta, serán sancionadas por el
funcionario competente en la actuación respectiva con multa a favor
del Tesoro Nacional de hasta diez (10) salarios mínimos legales
mensuales vigentes al momento de ocurrencia de los hechos que dan
lugar a la sanción, sin perjuicio de las sanciones a que hubiere lugar por
violación a las disposiciones que rigen la actividad de las instituciones
vigiladas por la Superintendencia Bancaria;

ñ) Procedimiento sancionatorio por renuencia a suministrar
información. La sanción establecida en el numeral anterior se impon-
drá mediante resolución motivada, previo traslado de cargos a la
persona a sancionar, quien tendrá un término de cinco (5) días para
presentar sus descargos.

El acto de formulación de cargos se deberá notificar, en la forma
prevista en el literal d)  de este numeral, dentro del mes siguiente a la
fecha en que ocurrieron los hechos constitutivos de sanción.

La resolución que ponga fin a la actuación por renuencia deberá
expedirse y notificarse dentro de los dos (2) meses siguientes al
vencimiento del término para dar respuesta al pliego de cargos. Contra
esta resolución procede el recurso de reposición, el cual deberá
interponerse dentro de los cinco (5) días siguientes a la fecha de su
notificación y resolverse dentro de los dos (2) meses siguientes a la
fecha de su interposición.

Parágrafo. Esta actuación no suspende ni interrumpe el desarrollo
del procedimiento administrativo que se adelante para establecer la
comisión de infracciones a las disposiciones que rigen la actividad de
las entidades vigiladas por la Superintendencia Bancaria;

o) Prescripción de la acción de cobro. La acción de cobro por
jurisdicción coactiva de las multas que imponga la Superintendencia
Bancaria prescribe en el término de cinco (5) años, contados a partir

de la ejecutoria de las providencias que las impongan. La prescripción
podrá decretarse de oficio o a solicitud del deudor.

El término de prescripción de la acción de cobro se interrumpe con
la notificación del mandamiento de pago, caso en el cual empezará a
correr de nuevo desde el día siguiente a la notificación del mismo
mandamiento;

p) Devolución de multas. En el evento en que el acto administra-
tivo mediante el cual se haya impuesto por la Superintendencia
Bancaria una multa a favor del Tesoro Nacional sea declarado nulo por
la jurisdicción de lo contencioso administrativo, y la multa ya hubiere
sido consignada a favor del Tesoro Nacional, el Ministerio de Hacien-
da procederá a la devolución de la suma respectiva a la persona a cuyo
favor se hubiere proferido la sentencia, lo cual se hará en la forma y
términos previstos en la sentencia y en los artículos 176 y siguientes
del Código Contencioso Administrativo;

q) Remisión de obligaciones. Respecto del cobro coactivo de las
multas impuestas por la Superintendencia Bancaria a favor del Tesoro
Nacional, así como del cobro de las contribuciones exigidas por la
misma,  procederá la remisión de obligaciones en los eventos, térmi-
nos y condiciones y con los efectos previstos para las obligaciones
tributarias en la legislación vigente.

La decisión se tomará mediante resolución motivada expedida
por el funcionario investido de jurisdicción coactiva en la
Superintendencia Bancaria, en la cual se ordenará la terminación y
archivo del proceso.

5. Autoliquidaciones. Cuando las entidades vigiladas presenten
información financiera y contable a la Superintendencia Bancaria,
debidamente certificada por el Representante Legal y Revisor Fiscal,
en relación con los informes sobre encaje, niveles adecuados de
patrimonio, márgenes de solvencia, posición propia, inversiones obli-
gatorias, máximos y mínimos de inversión y demás controles de ley,
dicha información constituye una declaración sobre su cumplimiento
o incumplimiento.

Si dentro de los sesenta (60) días siguientes a la presentación de la
información aludida no se presentan objeciones por parte de la
Superintendencia Bancaria, dicha declaración quedará en firme.  La
entidad vigilada, podrá por una sola vez, dentro de los quince (15) días
siguientes a la presentación de la declaración adicionar o aclarar la
información presentada.

En este último caso la Superintendencia Bancaria contará con un
plazo de treinta (30) días, contados a partir de la fecha de la presenta-
ción de la adición o aclaración, para pronunciarse definitivamente.
Emitido el pronunciamiento por parte de la Superintendencia en dicho
plazo, o vencido el término sin que exista pronunciamiento la decla-
ración quedará en firme.

En el evento de que la Superintendencia Bancaria formule objecio-
nes dentro de los sesenta (60) días previstos en este numeral, la entidad
vigilada contará con un término, por una sola vez, de quince (15) días
contados a partir de la fecha de la comunicación que objete la
liquidación, para controvertir la misma.  Si la entidad vigilada, dentro
de este plazo, no se pronuncia o se allana a las objeciones de la
Superintendencia Bancaria la liquidación quedará en firme.  Si la
controvierte, bajo fundadas razones, el pronunciamiento emitido por
el Organismo de Control sobre las mismas tendrá del carácter de
definitivo y dejara en firme la respectiva liquidación.

Una vez quede en firme la declaración presentada o la liquidación
que realice la Superintendencia Bancaria, según corresponda, la
entidad vigilada deberá proceder a consignar a favor del Tesoro
Nacional dentro de los diez (10) días siguientes el valor de la sanción
autoliquidable contemplada en la norma que así lo predetermine.

Transcurrido el plazo precitado sin que se haya efectuado la
consignación aludida, se generarán intereses de mora en los términos
señalados en el numeral 1º del artículo 212 de este Estatuto.  En este
evento la Superintendencia Bancaria podrá cobrar la obligación por
jurisdicción  coactiva para lo cual constituye título ejecutivo la
declaración junto con la certificación de haber quedado en firme
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expedida por el funcionario que el Superintendente Bancario determi-
ne mediante acto general.

6. Caducidad. La facultad que tiene la Superintendencia Bancaria
para imponer sanciones caducará en cinco (5) años contados desde el
momento en que hubiere finalizado la conducta que pudo ocasionar-
las, hasta la fecha en que se notifique el acto administrativo sancionatorio
correspondiente.

7.  Reserva
Las actuaciones que se surtan dentro de los procesos administrati-

vos sancionatorios que adelante la Superintendencia Bancaria, ten-
drán el carácter de reservadas frente a terceros.  Las sanciones no serán
objeto de reserva una vez notificadas.

CAPITULO II
Régimen Personal

Artículo 209.  Sanciones administrativas personales. Están sujetos
a las sanciones previstas en el presente Estatuto, los directores,
administradores, representantes legales, revisores fiscales u otros
funcionarios o empleados de una entidad sujeta a la vigilancia de la
Superintendencia Bancaria, cuando autoricen o ejecuten actos, o no
los eviten debiendo hacerlo, u omitan cumplir con las obligaciones
legales que les correspondan en el desarrollo de sus funciones, o
incumplan las normas, órdenes, requerimientos o instrucciones que
expida la Superintendencia Bancaria en el ejercicio de sus atribucio-
nes, de manera que resulten violatorios de los estatutos sociales, de
alguna ley o reglamento o de cualquier norma legal a que la entidad
deba sujetarse, sin perjuicio de las demás acciones o sanciones a que
haya lugar.

Artículo 210. Responsabilidad Civil. Todo director, administrador,
representante legal, funcionario de una institución vigilada por la
Superintendencia Bancaria que viole a sabiendas o permita que se
violen las disposiciones legales será personalmente responsable de las
pérdidas que cualquier persona natural o jurídica sufra por razón de
tales infracciones, sin perjuicio de las demás sanciones civiles o
penales que señala la ley y de las medidas que conforme a sus
atribuciones pueda imponer la Superintendencia Bancaria.

CAPITULO III
Régimen Institucional

Artículo 211. Sanciones administrativas institucionales.
1. Régimen general. Están sujetos a las sanciones previstas en el

presente Estatuto, las entidades sometidas a la vigilancia de la
Superintendencia Bancaria cuando autoricen o ejecuten actos u omi-
tan cumplir con las obligaciones que la ley les impone, de manera que
resulten violatorios de los estatutos sociales, de alguna ley o reglamen-
to o de cualquier norma legal a que la entidad deba sujetarse, o
incumplan las normas, órdenes, requerimientos o instrucciones que
expida la Superintendencia Bancaria en ejercicio de sus atribuciones,
sin perjuicio de las demás acciones y sanciones a que haya lugar.

2. Disposiciones relativas a las sociedades administradoras de
los Fondos de Pensiones y de Cesantía. Lo dispuesto en los artículos
83 numeral 2 y 162 numeral 5 de este Estatuto se entenderá sin
perjuicio de las sanciones que puede imponer la Superintendencia
Bancaria en desarrollo de lo dispuesto en el artículo 209 del mismo.

3. Disposiciones relativas a la prevención de conductas delictivas.
Cuando la violación a que hace referencia el numeral primero del
presente artículo recaiga sobre las disposiciones contenidas en el
Capítulo XVI de la Parte Tercera del Estatuto Orgánico del Sistema
Financiero, la multa que podrá imponerse será  hasta mil millones de
pesos de 2001 ($1.000.000.000.00).

Adicionalmente, el Superintendente Bancario podrá ordenar al
establecimiento multado que destine una suma hasta de mil millones
de pesos de 2001 ($1.000.000.000.00) a la implementación de meca-
nismos correctivos de carácter interno que deberá acordar con el
mismo organismo de control.

Estas sumas se reajustarán en la forma prevista en el numeral 3 del
artículo 208 de este Estatuto.

CAPITULO IV
Intereses sobre sanciones

Artículo 212. Intereses.
1. Régimen general. A partir de la ejecutoria de cualquier resolu-

ción por medio de la cual la Superintendencia Bancaria imponga una
sanción y hasta el día de su cancelación, las personas y entidades
sometidas a su control y vigilancia deberán reconocer en favor del
Tesoro Nacional un interés mensual del tres por ciento (3%) sobre el
valor insoluto de la sanción.

2. Disposiciones relativas a las sociedades administradoras de
Fondos de Pensiones y de Cesantía. A partir de la ejecutoria de la
resolución por medio de la cual se imponga cualquiera de las sanciones
a que aluden los artículos 83 numeral 2 y 162 numeral 5 del presente
Estatuto y hasta el día en que se cancele el valor de la multa impuesta,
las sociedades administradoras de fondos de pensiones y de cesantía
reconocerán en favor del Tesoro Nacional un interés mensual del 3%
sobre el valor insoluto de la sanción.

Artículo 29. El artículo 250 del Estatuto Orgánico del Sistema
Financiero quedará así:

“Artículo 250. Organización. El objeto principal del Instituto de
Fomento Industrial, IFI, creado por el Decreto 1157 de 1940, es
prospectar y promover la fundación de nuevas empresas, colaborar en
el establecimiento de las de iniciativa particular, y contribuir al
desarrollo y reorganización de las ya existentes, a través de las
operaciones de redescuento. El Gobierno Nacional podrá aportar
capital para el establecimiento o ensanche de industrias de interés
nacional, a través del Instituto de Fomento Industrial, IFI. Estas
empresas deberán estar dedicadas principalmente a la explotación de
industrias básicas y de transformación de materias primas nacionales,
que la iniciativa y el capital particulares no desarrollen satisfactoria-
mente, así como las demás actividades de desarrollo económico que el
país requiera y que no estén siendo atendidas suficientemente  y de
forma directa por el sistema financiero”.

Artículo 30. El artículo 251 del Estatuto Orgánico del Sistema
Financiero quedará así:

“Artículo 251. Dirección y Administración. 1. Junta Directiva. La
Junta Directiva del Instituto de  Fomento Industrial, IFI, estará
conformada así:

– El Ministro de Desarrollo Económico o su delegado.
– El Ministro de Hacienda y Crédito Público o su delegado.
– Tres miembros nombrados por el Presidente de la República
Los suplentes de la junta serán designados por el Presidente de la

República.
2. Presidente. El Instituto de Fomento Industrial S.A.,  IFI, tendrá

un Presidente de libre nombramiento y remoción por parte del Presi-
dente de la República.

3. Incompatibilidades. Para ser miembro de la Junta Directiva del
Instituto se requiere ser ciudadano colombiano. No podrán ser miem-
bros de la Junta Directiva del Instituto de Fomento Industrial S.A.-IFI
los directores, representantes legales o empleados con acceso a infor-
mación privilegiada de corporaciones financieras, de bancos comer-
ciales y de compañías de seguros privados”.

Artículo 31. Modifíquese el numeral 2 y adiciónese un numeral al
artículo 252 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, así:

“2. Aportes del Gobierno Nacional. De las partidas anuales que el
Gobierno Nacional destine para el Instituto de Fomento Industrial -
IFI, solamente se consideran como aportes de capital y por lo tanto
convertibles en acciones, los saldos que resulten después de cancelar
las pérdidas ocurridas en los ejercicios anteriores. Los aportes de
capital que realice el Fondo de Garantías de Instituciones Financieras,
no se destinarán para enjugar pérdidas de ejercicios anteriores”.

“4. Inversiones de capital. El IFI únicamente podrá mantener
inversiones de capital en compañías de financiamiento comercial y en
sociedades fiduciarias, que utilizará en razón de su especialización
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funcional, como complemento y/o instrumento para el desarrollo de
las operaciones de fomento que le son propias”.

Artículo 32. El artículo 253 del Estatuto Orgánico del Sistema
Financiero quedará así:

“Artículo 253. Operaciones. 1. Operaciones autorizadas. El Insti-
tuto de Fomento Industrial, IFI, en desarrollo de su objeto social podrá:

a) Realizar operaciones de banco de redescuento para promover la
fundación, ensanche o fusión de empresas, que se dediquen principal-
mente a la explotación de industrias  básicas y de transformación de
materias primas nacionales, que la iniciativa y el capital privados no
desarrollen satisfactoriamente. De igual forma, podrá otorgar créditos
a las compañías de financiamiento comercial  para la adquisición de
activos objeto de operaciones de leasing, cuyas garantías se determi-
narán en los términos y condiciones que establezca el Gobierno
Nacional;

b) Realizar, mediante operaciones de redescuento, operaciones de
fomento a actividades de interés nacional que determine el Gobierno
Nacional y que no estén siendo desarrolladas  suficientemente por el
sistema financiero;

c) Realizar operaciones de redescuento con establecimientos de
crédito, con organismos no gubernamentales, con cooperativas de
ahorro y crédito sometidas a vigilancia y control del Estado, y con las
demás entidades especializadas en el otorgamiento de crédito a micro,
pequeños y medianos empresarios.

Para estos los efectos de esta literal, la Junta Directiva del Instituto
de Fomento Industrial,  IFI, definirá de manera general los requisitos
que deberán cumplir dichas entidades para acceder a los recursos del
Instituto. La Junta, entre otros aspectos, tendrá en cuenta niveles
adecuados de patrimonio, idoneidad ética y profesional de los admi-
nistradores, capacidad operativa, así como los controles internos, de
revisoría fiscal y auditoría externa;

d) Tomar préstamos de organismos de crédito multilateral, del
mercado de capitales del exterior, y en general canalizar recursos y
subsidios provenientes de gobiernos extranjeros, de entidades de
crédito multilateral y de organismos no gubernamentales con fines de
fomento;

e) Celebrar contratos de crédito interno para lo cual se  sujetará a lo
previsto por las normas legales vigentes sobre la materia;

f) Realizar titularización de activos de conformidad con las normas
legales vigentes;

g) Implementar los mecanismos y fijar los requisitos que permitan
financiar directamente a terceros la adquisición de bienes recibidos a
título de dación en pago por el IFI;

h) Captar ahorro interno mediante la emisión de títulos y suscrip-
ción de otros documentos;

i) Efectuar las operaciones de cambio de acuerdo con las normas
legales vigentes;

j) Celebrar contratos para la administración de proyectos o de
recursos, y para la prestación de servicios de banca de inversión que
guarden relación de conexidad con las finalidades establecidas en su
objeto social;

k) Celebrar convenios interadministrativos y contratos con particu-
lares para la conceptualización, desarrollo, coordinación y ejecución
de proyectos de banca de inversión;

l) Estructurar proyectos y gestionar procesos de participación
privada para la puesta en marcha de proyectos de desarrollo.

Parágrafo 1°. El Instituto de Fomento Industrial, IFI, no estará
sujeto al régimen de inversiones forzosas.

Parágrafo 2°. En ningún caso el IFI podrá asumir riesgo directo en
las operaciones que desarrolle a excepción de las operaciones de
crédito para financiar la venta de bienes recibidos en pago, ni realizar
inversiones de capital. Por ende el IFI deberá incorporar en sus
operaciones coberturas de riesgo, contragarantías o instrumentos
similares que trasladen el riesgo directo de las operaciones que realice.

2. Operaciones conexas. En desarrollo del objeto social principal
el Instituto de Fomento Industrial S.A.-IFI,  podrá celebrar toda clase
de actos o negocios jurídicos directamente relacionados con el objeto
social y sus funciones, y que tengan como finalidad ejercer los
derechos o cumplir las obligaciones directa o indirectamente asocia-
dos con la existencia y actividades de la institución.

3. Diferencial de tasas de interés. El Gobierno Nacional incluirá
anualmente en el presupuesto nacional las partidas destinadas a
financiar el diferencial entre las tasas de colocación de las líneas de
crédito fomento y las tasas de captación de los recursos del Instituto de
Fomento Industrial, IFI.

Cuando el Gobierno Nacional solicite al Instituto la implementación
de operaciones de redescuento para el fomento de sectores específicos
de la economía, éste las llevará a cabo únicamente cuando cuente con
las asignaciones presupuestales que garanticen la financiación del
diferencial entre las tasas de colocación de los préstamos de fomento
y los costos de captación de los recursos del Instituto. Lo anterior en
el caso en que el margen no sea suficiente para cubrir en su totalidad
los costos que implique la  operación de fomento respectiva. El
cumplimiento de esta condición será requisito indispensable para que
la Junta Directiva autorice la operación de fomento”.

Artículo 33. El artículo 254 del Estatuto Orgánico del Sistema
Financiero quedará así:

“Artículo 254. Régimen jurídico de los actos y contratos. Las
operaciones, cualquiera que sea su naturaleza y modalidad, que
celebre el Instituto de Fomento Industrial S.A., IFI, incluidos los actos
y contratos que las instrumenten, se regirán por las normas del derecho
privado exclusivamente”.

Artículo 34. El artículo 255 del Estatuto Orgánico del Sistema
Financiero, quedará así:

“Artículo 255. Actividades Transitorias. El Instituto de Fomento
Industrial, IFI, continuará desarrollando, con carácter transitorio y
hasta su culminación, aquellas actividades distintas de las previstas en
esta ley, que ha venido cumpliendo por determinación legal, tales
como el mantenimiento y realización de operaciones que impliquen
riesgos directos para su patrimonio, siempre y cuando las mismas
impliquen derechos adquiridos o consolidados en cabeza de terceros
que puedan hacerse exigibles al Instituto”.

Artículo 35. Adiciónese el siguiente numeral al artículo 295 del
Estatuto Orgánico del Sistema Financiero:

“11. Representante legal suplente. El Fondo de Garantías de
Instituciones Financieras designará el funcionario de la liquidación
forzosa administrativa que tendrá la representación legal de la misma
de manera alterna al liquidador. En el caso de procesos liquidatorios
de entidades públicas ordenadas en ejercicio de las facultades previs-
tas en el artículo 52 de la Ley 489 de 1998, en el acto administrativo
que disponga la medida podrá establecerse el funcionario de la
liquidación que tendrá la representación legal de la misma de manera
alterna al liquidador”.

Artículo 36. Modifíquese el último inciso del numeral 1 del artículo
318 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, el cual quedará así:

“El Superintendente Bancario asistirá a las reuniones de la Junta
Directiva como invitado”.

Artículo 37. Adiciónese el artículo 320 del Estatuto Orgánico del
Sistema Financiero con los siguientes numerales:

“8. Actuación del Fondo en la implementación de medidas de
exclusión de activos y pasivos. El Fondo de Garantías de Institucio-
nes Financieras  impartirá las directrices de carácter general a que se
refiere el literal i), numeral 11 del artículo 113 del Estatuto Orgánico
del Sistema Financiero, con sujeción a las normas que en la materia
expida el Gobierno Nacional. El Fondo de Garantías de Instituciones
Financieras aprobará, previamente a su celebración por las partes, el
texto del contrato o los contratos que se celebren para la transferencia
y administración de los activos y para la transferencia de los pasivos
excluidos; el Fondo  podrá disponer los ajustes a que haya lugar para
el mejor cumplimiento del objetivo perseguido con la exclusión”.
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“9. Suscripción de títulos de deuda en el contexto de medidas de
exclusión de activos y pasivos. Cuando el Fondo de Garantías de
Instituciones Financieras suscriba títulos de deuda en desarrollo del
numeral 11, literales f) y h) del artículo 113  del presente Estatuto, el
pago de los mismos se subordinará a la cancelación de los títulos que
se emitan a favor de los establecimientos de crédito que se hagan cargo
del pasivo con el público y  a la cancelación de los títulos a favor del
Banco de la República”.

“10. Reprogramación de plazos para cancelación de pasivos
excluidos y redefinición de tasas. En guarda del interés público y con
el objeto de facilitar la cancelación de los pasivos originados en
depósitos del público y de los demás pasivos excluidos en desarrollo
del numeral 11 del artículo 113 de este Estatuto, el Fondo de Garantías
de Instituciones Financieras podrá disponer:

a) Al momento de la transferencia y por una sola vez, la
reprogramación de las fechas de vencimiento de dichos pasivos o de
algunos  de éstos, total o parcialmente, o la determinación de un plazo
para la cancelación de depósitos a la vista o de parte de éstos. Para el
efecto, los depósitos serán agrupados con base en criterios homogé-
neos, tales como clase  o naturaleza de la obligación o plazo de
maduración. La mencionada reprogramación tendrá carácter obligato-
rio para las partes;

b) Una reducción obligatoria de la tasa de interés aplicable a los
pasivos excluidos, cuando la tasa de interés que se deba reconocer
respecto de alguno o algunos de éstos, a juicio del Fondo de Garantías
de Instituciones Financieras, supere en proporción no razonable la tasa
de mercado vigente para la fecha de corte que determine  el Fondo,
reducción que se hará efectiva a partir de la fecha en que se adopte la
medida.

La Superintendencia Bancaria suministrará al Fondo de Garantías
de Instituciones Financieras la información que éste requiera para el
ejercicio de la función a que se refiere la presente disposición”.

“11. En el evento que se regula en el Parágrafo del artículo 113 del
presente Estatuto, el Fondo de Garantías de Instituciones Financieras
también podrá otorgar, con cargo a recursos del Presupuesto General
de la Nación, garantía para respaldar los activos transferidos, cuando
los mismos vayan a servir como fuente de pago de títulos emitidos a
favor de establecimientos de crédito que en virtud de la exclusión
hayan asumido pasivos con el público, o cuando dichos activos vayan
a servir de fuente de pago de pasivos transferidos al patrimonio
autónomo constituido en desarrollo de la medida de exclusión, garan-
tía que para su otorgamiento se sujetará a los criterios fijados en el
numeral 6º de este artículo”.

Artículo 38. Adiciónese el numeral 1 del artículo 320 del Estatuto
Orgánico del Sistema Financiero con el siguiente literal:

“m) El Fondo de Garantías de Instituciones Financieras, Fogafin,
expedirá y administrará las garantías del Gobierno Nacional otorgadas
para bonos hipotecarios para financiar cartera VIS subsidiable y para
títulos emitidos en procesos de titularización de cartera VIS subsidiable,
que se emitan con base en cartera originada en los establecimientos de
crédito”.

Artículo 39. Adiciónese el artículo 322 del Estatuto Orgánico del
Sistema Financiero con el siguiente numeral:

“5. Intervención del Fondo en la dirección de las entidades con
regímenes especiales. Cuando el Fondo de Garantías de Instituciones
Financieras desarrolle cualquiera de las operaciones previstas en el
artículo 320 en relación con las entidades con regímenes especiales a
que hace referencia la Parte Décima del presente Estatuto, podrá entrar
a formar parte de la Junta Directiva de la entidad correspondiente, a
través de un número de  representantes adicionales a los que señale el
régimen legal especial correspondiente, que participarán con voz y
voto de manera transitoria y hasta tanto se hayan redimido las obliga-
ciones originadas en la operación que se haya adelantado. En tal caso
y durante el término en el que permanezca vigente dicha medida, se
ajustará el quórum deliberatorio y decisorio de la Junta Directiva
respectiva para mantener las mayorías necesarias en la adopción de

decisiones.  Para definir el número de miembros se tomará en cuenta
la proporción que representa el valor de los apoyos en el capital de la
entidad. La participación en la Junta Directiva podrá sustituirse por la
adopción de un plan de desempeño acordado con el Fondo, en el cual
se prevean las metas específicas que deben ser alcanzadas por la
institución”.

Artículo 40. El artículo 324 del Estatuto Orgánico del Sistema
Financiero quedará así:

“Artículo 324. Vigilancia. La inspección, control y vigilancia del
Fondo de Garantías de Instituciones Financieras estará a cargo de la
Superintendencia Bancaria, la cual ejercerá la mencionada función, en
lo pertinente, de acuerdo con las facultades que le otorga la ley en lo
referente a las instituciones financieras, teniendo en cuenta la natura-
leza especial del Fondo y el objeto que el mismo cumple con arreglo
a la ley”.

Artículo 41. Modifíquese el literal g) del numeral 2 del artículo 326,
del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, el cual quedará así:

“g) Posesionar y tomar juramento a los directores, administradores,
representantes legales, revisores fiscales, y en general, a quienes
tengan la representación legal de las instituciones vigiladas, excepto
los gerentes de sucursales. El Superintendente Bancario o los Super-
intendentes Delegados podrán delegar expresamente y para caso la
diligencia de posesión en la autoridad política de mayor categoría del
lugar.

Los requisitos objetivos y las calidades subjetivas valoradas por la
Superintendencia Bancaria para autorizar la posesión de los adminis-
tradores y revisores fiscales de las entidades vigiladas, deberán
acreditarse y conservarse por los mismos, durante todo el tiempo en
que se desempeñen en cargos que requieran posesión.

La Superintendencia Bancaria está facultada para revocar la pose-
sión, a los administradores y revisores fiscales que no conserven las
calidades objetivas y subjetivas evaluadas al momento de autorizar su
posesión”.

Artículo 42. El literal j) del numeral 2 del Artículo 326 del Estatuto
Orgánico del Sistema Financiero, quedarán así:

“j) Aprobar la liquidación voluntaria de las entidades sometidas a
su inspección y vigilancia”.

Artículo 43. Modifíquese el literal i) del numeral 3 del artículo 326
del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, el cual quedará así:

“i) Evaluar la situación de las inversiones de capital de las entidades
vigiladas, para lo cual podrá solicitar a éstas, la información que
requiera sobre dichas inversiones, sin que sea oponible la reserva
bancaria”.

Artículo 44. Adiciónese el literal l) al numeral 3 del artículo 326 del
Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, así:

“l)  Con el fin de realizar una supervisión compresiva y consolidada,
establecer en qué casos las entidades sometidas a su control y vigilan-
cia deben consolidar sus operaciones con otras instituciones sujetas o
no a su supervisión”.

Artículo 45. Adiciónese el literal f) al numeral 4 del artículo 326, del
Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, así:

“f) Con el fin de realizar una supervisión compresiva y consolidada,
practicar visitas de inspección a entidades no sometidas a su control y
vigilancia, examinar sus archivos y solicitar la información que se
requiera para determinar si concurren los presupuestos para que ellas
consoliden sus operaciones con entidades  financieras o aseguradoras,
o si existen vínculos u operaciones que puedan llegar a representar un
riesgo para estas últimas”.

Artículo 46. Adiciónese un literal g) al numeral 4 del artículo 326,
del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, así:

“g) Cuando la Superintendencia Bancaria tenga dudas sobre la
razonabilidad, confiabilidad o exactitud de los estados financieros,
sobre determinada operación específica o cuenta, la calidad de los
controles internos; detecte situaciones o hechos que constituyan o
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puedan constituir omisiones o errores de apreciación importantes en la
revisoría fiscal; requiera elementos de juicio adicionales para evaluar
procesos de fusión, escisión, cesión de activos, pasivos, contratos y
establecimientos de comercio, adquisiciones, entre otros, podrá exigir
a las entidades sometidas a su vigilancia y contratación de auditorías
externas, cuyo trabajo y extensión deberá ser acometido por personas
independientes distintas del revisor fiscal o de la firma de revisoría
fiscal designada por la Entidad. Los respectivos honorarios correrán
por cuenta de la entidad vigilada.

En desarrollo de su labor los auditores no tendrán reserva sobre los
libros de comercio, papeles y operaciones de la Entidad auditada, sin
perjuicio de que deban guardar reserva en relación con las materias
objeto de examen y queden sometidas a las sanciones legales previstas
en la ley en el caso de que develen la misma”.

Artículo 47. Adiciónese el numeral 5 del artículo 326 del Estatuto
Orgánico del Sistema Financiero con el siguiente literal y parágrafos:

“j) Ordenar, en coordinación con el Fondo de Garantías de Institu-
ciones Financieras, la exclusión de activos y pasivos de un estableci-
miento de crédito, cuando la medida sea necesaria, a juicio del
Superintendente Bancario, previo concepto del Consejo Asesor y con
la aprobación del Ministro de Hacienda y Crédito Público”.

“Parágrafo 1°. La adopción de la medida de exclusión de activos y
pasivos a que se refiere el literal j) del presente numeral se mantendrá
bajo reserva hasta la fecha en que se complete la transferencia de los
pasivos para con el público objeto de la misma y se le notificará a la
institución respecto de la cual recaiga la orden en el momento en que
la Superintendencia Bancaria y el Fondo de Garantías de Instituciones
Financieras lo consideren apropiado y en todo caso antes de la
ejecución de la medida. Lo anterior con el fin de facilitar las actuacio-
nes orientadas al desarrollo cabal de la medida con las instituciones
financieras que sean potenciales destinatarias de la transferencia de los
pasivos, las cuales también estarán obligadas a guardar reserva respec-
to de la medida que va a ser implementada y respecto de cualquier
información que lleguen a conocer. El incumplimiento de las obliga-
ciones impuestas a las instituciones financieras dará lugar a la aplica-
ción de las medidas contempladas en los artículos 209 a 211 del
Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, sin perjuicio de las sancio-
nes penales a que haya lugar”.

“Parágrafo 2°. A la decisión de exclusión de activos y pasivos le será
aplicable lo dispuesto en el numeral 4 del artículo 291 del Estatuto
Orgánico del Sistema Financiero”.

Artículo 48. Adiciónese el numeral 2 del artículo 330 del Estatuto
Orgánico del Sistema Financiero, sustituido por el Decreto 2489 de
1999, con el siguiente literal:

“j) La Subdirección de Representación Judicial podrá represen-
tar a los funcionarios del nivel directivo de la Superintendencia
Bancaria que lo soliciten, cuando en relación con el ejercicio de sus
funciones tengan que comparecer ante autoridades jurisdiccionales
de cualquier clase. La representación se realizará sólo durante el
tiempo en que dichos funcionarios presten sus servicios a la
Superintendencia Bancaria”.

Artículo 49.  El artículo 335 del Estatuto Orgánico del Sistema
Financiero quedará así:

“Artículo 335. Contra los actos administrativos de carácter parti-
cular expedidos por la Superintendencia Bancaria sólo procederá el
recurso de reposición interpuesto en la forma establecida en el Código
Contencioso Administrativo.

Por regla general, el recurso de reposición que se interponga contra
los actos administrativos expedidos por la Superintendencia Bancaria
en ejercicio de sus funciones se concederá en el efecto devolutivo.

No obstante, las medidas cautelares que en ejercicio de sus funcio-
nes adopte la Superintendencia Bancaria, serán de aplicación inmedia-
ta.  En consecuencia, el recurso de reposición que proceda contra las
mismas no suspenderá la ejecutoriedad del acto administrativo”.

Artículo 50. Régimen de los actos y contratos de la Central de
Inversiones S. A. La Central de Inversiones S. A., CISA, mantendrá su

carácter de sociedad de economía mixta indirecta del orden nacional,
tendrá naturaleza única y se sujetará en la celebración de todos sus
actos y contratos al régimen de derecho privado que para la realización
de las operaciones del Fondo de Garantías de Instituciones Financieras
se contempla en el artículo 316, numeral 1 del Estatuto Orgánico del
Sistema Financiero.

El régimen legal aplicable a los empleados de la Central de
Inversiones S. A. será el mismo de los trabajadores del Fondo de
Garantías de Instituciones Financieras.

Parágrafo 1°. En desarrollo de lo previsto en el parágrafo del
artículo 113 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, la Central
de Inversiones S. A., CISA, podrá asumir la administración no fiducia-
ria de los activos excluidos de los establecimientos de crédito a que se
refiere la mencionada disposición, con los cuales se conformará un
patrimonio autónomo.

Parágrafo 2°. Los derechos y obligaciones surgidos bajo contratos
de trabajo o bajo relaciones legales y reglamentarias que se hayan
celebrado o ejecutado antes de la vigencia de la presente ley conserva-
rán su validez y se respetarán los derechos adquiridos, sin perjuicio de
que la relación laboral vigente con el personal al servicio de la Central
de Inversiones S. A., CISA, se rija hacia el futuro por lo dispuesto en
el presente artículo, para cuyo efecto la Junta Directiva de CISA
adoptará las medidas que sean necesarias.

Parágrafo 3°. El régimen presupuestal de la Central de Inversiones
S.A., CISA, será el aplicable a las sociedades de economía mixta que
desarrollan actividad financiera.

Artículo 51. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 29 de la Ley
628 de 2000, así como en aquellas normas que los modifiquen o
adicionen, las sumas que adeuden las entidades públicas del orden
nacional en liquidación a otras entidades públicas del mismo orden por
concepto de impuestos, tasas, contribuciones y multas, podrán ser
objeto de compensación, previa la aprobación que para cada caso
imparta el Ministerio de Hacienda y Crédito Público.

Artículo 52. Modifíquese el artículo 40 de la Ley 454 de 1998, el
cual quedará así:

“Artículo 40. Cooperativas financieras. Son cooperativas finan-
cieras los organismos cooperativos especializados cuya función prin-
cipal consiste en adelantar actividad financiera, su naturaleza jurídica
se rige por las disposiciones de la Ley 79 de 1988; las operaciones que
las mismas realicen se regirán por lo previsto en la presente ley y a lo
señalado en el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero y demás
normas que les sean aplicables.

Este tipo de organismos cooperativos se encuentran sometidos al
control, inspección y vigilancia de la Superintendencia Bancaria y
para todos los efectos son establecimientos de crédito.

Para adelantar las operaciones propias de las cooperativas financie-
ras, se requiere la autorización previa y expresa en tal sentido de la
Superintendencia Bancaria, entidad que la impartirá únicamente pre-
vio el cumplimiento de los siguientes requisitos:

a) Demostrar ante la Superintendencia Bancaria experiencia no
menor de tres (3) años en el ejercicio de la actividad financiera con
asociados como cooperativa de ahorro y crédito o multiactiva o
integral con sección de ahorro y crédito, en una forma ajustada a las
disposiciones legales y estatutarias;

b) Acreditar el monto de aportes sociales mínimos que se exija para
este tipo de entidad. En todo caso previo a la autorización, la
Superintendencia Bancaria se cerciorará, por cualesquiera investiga-
ciones que estime pertinentes de la solvencia patrimonial de la entidad,
de su idoneidad y de la de sus administradores.

Parágrafo. La Superintendencia Bancaria podrá establecer planes
de ajuste para la conversión en cooperativas financieras de las coope-
rativas que se encuentren sometidas a su vigilancia. Dentro de dichos
planes, ese organismo de vigilancia y control podrá ordenar la suspen-
sión de nuevas captaciones con terceros, y establecer compromisos
para que las entidades adopten los parámetros tendientes a lograr los
requisitos indicados en el artículo anterior.



Página 12 Viernes 28 de septiembre de 2001 GACETA DEL CONGRESO 502

En el evento en que cualquiera de las cooperativas que se encuen-
tren bajo la vigilancia y control de esa Superintendencia desista de su
conversión en cooperativa financiera o incumpla el plan de ajuste de
que trata el inciso anterior deberán proceder a la adopción de mecanis-
mos tendientes a la devolución de dineros del público y ajustarse a la
relación establecida en el artículo 43 de la presente ley, todo en un
plazo no mayor a un año, prorrogable por la Superintendencia Banca-
ria. Una vez adoptados dichos mecanismos y estando ajustadas a la
relación antes indicada pasarán a la competencia de la Superintendencia
de la Economía Solidaria”.

Artículo 53.  El artículo 49 de la Ley 510 de 1999, quedará así:
“Artículo 49. Los empleados de la Superintendencia Bancaria

se regirán por una carrera especial. En tal virtud, de conformidad
con el numeral 10 del artículo 150 de la Constitución Política,
revístese al Presidente de la República, por el término de (6) seis
meses, contados a partir de la fecha de promulgación de la presente
ley, de facultades extraordinarias para expedir las normas con
fuerza de ley que establezcan dicha carrera especial y los procedi-
mientos para su aplicación, así como el régimen de prevención de
conflictos de interés y el uso de información privilegiada para los
servidores públicos de la Entidad, en especial quienes ejerzan
funciones de supervisión, control y vigilancia.

Dicha normatividad deberá sujetarse a las siguientes reglas:
a) Los procesos de selección para el ingreso y ascenso a los cargos

de carrera serán de competencia de la Superintendencia Bancaria y en
ellos se tendrá en cuenta el mérito, la trayectoria académica, la
experiencia en el sector, los conocimientos específicos, la preparación
técnica, la aptitud, la solvencia moral y ética de los aspirantes;

b) En el ascenso, permanencia y retiro de los empleados de carrera
se tendrá en cuenta la calificación de servicios que se realizará  de
acuerdo con los instrumentos que para el efecto diseñe la
Superintendencia Bancaria;

c) El régimen de carrera especial de la Superintendencia Bancaria
será administrado y vigilado por ésta y, por lo tanto, no estará sometido
a la vigilancia de la Comisión Nacional del Servicio Civil;

d) Los servidores públicos de la Superintendencia Bancaria y, en
especial, quienes ejerzan actividades de supervisión, control y vigilan-
cia, deberán sujetarse en el cumplimiento de sus funciones a las reglas,
principios y procedimientos que se establezcan para la prevención de
conflictos de interés y el uso de información privilegiada;

e) En los procesos de selección y en la aplicación de las normas de
carrera especial, prevención de conflictos de interés y uso de informa-
ción privilegiada, la Superintendencia Bancaria seguirá un procedi-
miento especial, que atienda a los principios de celeridad, transparen-
cia, economía, contradicción, imparcialidad y objetividad”.

Artículo 54.  El artículo 98 de la Ley 510 de 1999, quedará así:
“Artículo 98. Previa autorización del Ministerio de Hacienda y

Crédito Público y la incorporación del rubro presupuestal correspon-
diente, la Superintendencia Bancaria podrá afiliarse a las siguientes
organizaciones:  Asociación de Supervisores Bancarios de las Améri-
cas, “ASBA”; Centro de Estudios Monetarios de Latinoamérica
“Cemla”; Asociación de Superintendentes de Seguros de América
Latina, “Assal”; International Association of Insurance Supervisors,
“IAIS”; Asociación Internacional de Organismos de Supervisión de
Fondos de Pensiones, “AIOS”, o a aquellas que hagan sus veces, para
lo cual podrá pagar las cuotas de afiliación y de sostenimiento”.

Artículo 55.  Se considerará como parte del giro ordinario de los
negocios del Fondo Nacional de Garantías S. A., todo acto de enaje-
nación de bienes recibidos a título de dación en pago. Por lo tanto, los
contratos y actos conexos que dicho organismo perfeccione para tales
fines se regirán por las disposiciones legales y reglamentarias consa-
gradas en el derecho privado que sean pertinentes.

Artículo 56. Comité de coordinación para el seguimiento al sistema
financiero. El Ministerio de Hacienda y Crédito Público, el Banco de
la República,  la Superintendencia Bancaria y el Fondo de Garantías
de Instituciones Financieras se reunirán en un comité de coordinación

para el seguimiento al sistema financiero con los siguientes objetivos:
a) compartir información relevante para el ejercicio de las funciones
de las entidades que lo componen; b) promover la homogenización y
mejora técnica de los medios y procedimientos utilizados por cada
entidad en relación con el seguimiento del sistema financiero y c)
promover de manera coordinada y en tiempo oportuno la adopción de
las acciones que correspondan a cada entidad. El Gobierno Nacional
reglamentará sus actividades, la forma en que estarán representadas
las entidades, la periodicidad de sus reuniones y demás aspectos
necesarios para el cumplimiento de su finalidad.

Artículo 57. Derogatorias y vigencia. La presente ley deroga el
numeral 4 del artículo 80, el numeral 6 del artículo 151 y el inciso
cuarto del numeral 2 del artículo 303 del Estatuto Orgánico del
Sistema Financiero. Deroga igualmente el último inciso del artículo
113 de la Ley 510 de 1999. La presente ley rige a partir de la fecha de
su promulgación.

Juan Manuel Santos,
Ministro de Hacienda y Crédito Público.

EXPOSICION DE MOTIVOS
I. Antecedentes
La década de los 90 constituye quizás el período en el cual el sector

financiero colombiano tuvo sus más grandes transformaciones. Me-
diante la Ley 45 de 1990 se ampliaron las operaciones autorizadas, se
establecieron reglas prudenciales mínimas y se consolidó el esquema
de grupos financieros. Posteriormente, se ajustó el esquema de inter-
vención en el sector financiero por medio de la Ley 35 de 1993 y se
fortalecieron los institutos de salvamento y protección de la confianza
pública, así como el manejo de situaciones de crisis a través de  la Ley
510 de 1999.

A esto deben sumarse los profundos efectos que se produjeron al
interior del sector financiero como consecuencia de la modificación en
la estructura de financiación de vivienda introducida en 1999, como
consecuencia de los pronunciamientos de la Corte Constitucional en
esta materia, los cuales obligaron cambios sustanciales que generaron
un reordenamiento del esquema jurídico en la concepción del negocio.

Hoy, dos años después de la última reforma financiera y  de todo un
proceso de ajuste en el sistema financiero, se hace necesario continuar
su consolidación definitiva mediante la introducción y adecuación de
las herramientas legales en varios aspectos de importancia.

En consecuencia, el Gobierno presenta a consideración del honora-
ble Congreso de la República el proyecto de ajuste a la legislación
financiera, con el propósito de adecuar el marco regulatorio del sector
financiero.

El proyecto de ley busca consolidar las principales modificaciones
al régimen financiero introducidas por la Ley 510 de 1999, efectuando
un arreglo normativo derivado de las recientes experiencias en materia
de manejo de entidades financieras en crisis.

Teniendo en cuenta lo anterior, se hace necesario efectuar una
recapitulación de los aspectos que motivaron la Ley 510 de 1999, pues
los mismos se comparten en gran medida en el presente proyecto.

En términos generales, mediante la Ley 510 de 1999 se buscó
modernizar la regulación vigente a fin de colocarla al nivel de las
exigencias de los mercados financieros y hacerla concordante con los
estándares internacionales de regulación y supervisión bancaria, dan-
do especial énfasis al desarrollo de mecanismos que permitieran una
detección temprana de las entidades en dificultades y la resolución de
entidades en crisis acudiendo a mecanismos flexibles y operativos,
que contribuyeran a reducir la posibilidad de ocurrencia de riesgo
sistémico.

Con el proyecto que se presenta se busca profundizar aún más los
criterios introducidos por la Ley 510 de 1999 y corregir debilidades
evidenciadas en el proceso de reacomodamiento del sector financiero.

De la misma manera, se busca ajustar la legislación financiera a
diversos pronunciamientos de la rama jurisdiccional, así como intro-
ducir mecanismos de protección a los usuarios del sistema y modifi-
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caciones en temas e instituciones que han perdido operatividad por el
desarrollo del mercado.

En síntesis, con el proyecto que el Gobierno somete a consideración
del Honorable Congreso de la República, se busca ajustar la regula-
ción vigente, dando especial énfasis al desarrollo de mecanismos ya
creados en la legislación o mediante la introducción de nuevos
instrumentos que permitan el cumplimiento de los objetivos de los
institutos de salvamento y protección de la confianza del público en las
instituciones financieras.

II. Principales propuestas
A continuación se presenta una breve explicación de los principales

temas que se someten a consideración del honorable Congreso de la
República:

1. Exclusión de activos y pasivos
Mediante la implementación de esta figura se busca dotar tanto a la

Superintendencia Bancaria como al Fondo de Garantías de Institucio-
nes Financieras con nuevas herramientas, complementarias a las que
actualmente tienen, con el propósito de lograr la protección de la
confianza de los depositantes y acreedores en las instituciones finan-
cieras.

Dicha institución tiene ya reconocimiento en el ámbito latinoame-
ricano, en particular en Argentina, donde ha sido adoptada y empleada
con buen suceso para facilitar el desmonte rápido de instituciones
financieras en dificultades.

En particular, se propone adicionar como medida cautelar la insti-
tución de la exclusión de activos y pasivos de establecimientos de
crédito, como instrumento para proteger la confianza del público en el
sistema financiero. Los aspectos particulares de la medida serán
adoptadas por el Gobierno Nacional mediante la utilización de las
facultades de intervención que se le otorgan en el proyecto.

La orden de exclusión se adopta por parte de la Superintendencia
Bancaria, previo concepto del Consejo Asesor y autorización del
Ministro de Hacienda y Crédito Público, pero se ejecuta bajo la
responsabilidad del Fondo de Garantías de Instituciones Financieras.
Para darle curso a la exclusión de activos y pasivos se constituye un
patrimonio autónomo al cual se trasladan activos de la entidad finan-
ciera en dificultades y los pasivos a favor del Banco de la República,
Fogafin y Fogacoop. Los demás pasivos para con el público serán
transferidos a otro establecimiento de crédito mediante los mecanis-
mos que establezca el Gobierno Nacional, como por ejemplo el de
subasta.

Bajo el entendido de haberse obtenido el equilibrio entre activos y
pasivos,  el patrimonio autónomo procede a emitir títulos que otorgan
derechos sobre los activos líquidos. Estos títulos se entregan como
contrapartida al establecimiento de crédito receptor de los pasivos con
el público, así como al Banco de la República, al Fondo de Garantías
de Instituciones Financieras y al Fondo de Garantías de Entidades
Cooperativas. Eventualmente, el Fondo de Garantías de Instituciones
Financieras podrá permutar los títulos que recibe el establecimiento de
crédito receptor de los pasivos con el público por títulos emitidos por
dicho Fondo.

Con el propósito de propiciar un mayor grado de liquidez al
patrimonio, se autoriza al Fondo de Garantías de Instituciones Finan-
cieras para que transfiera al patrimonio autónomo, a cambio de títulos
emitidos por éste, hasta una suma equivalente al seguro de depósito
que habría de reconocerse en caso de liquidación forzosa administra-
tiva respecto de los pasivos excluidos.

De igual forma, el proyecto prevé que el Fondo de Garantías de
Instituciones Financieras podrá otorgar, con cargo a recursos del
Presupuesto General de la Nación, garantía para respaldar los activos
transferidos, cuando los mismos vayan a servir como fuente de pago
de títulos emitidos a favor de establecimientos de crédito que en virtud
de la exclusión hayan asumido pasivos para con el público.

En todo caso, el empleo del nuevo mecanismo de exclusión de
activos y pasivos de establecimientos de crédito, al igual que la

asunción de compromisos financieros por parte del Fondo de Garan-
tías de Instituciones Financieras, mediante la emisión de títulos o el
otorgamiento de garantías, habrán de enmarcarse dentro de su objeto
general.

Finalmente, el proyecto prevé que Gobierno Nacional, obrando en
coordinación con la Junta Directiva del Banco de la República, puede
establecer una inversión forzosa para los establecimientos de crédito
con el objeto de que los recursos provenientes de la misma sean
destinados al otorgamiento de créditos al patrimonio autónomo para la
cancelación de los intereses o del capital de los títulos que se expidan
con ocasión de la medida, así como para cubrir cualquier diferencia
que se presente como consecuencia de la permuta de títulos prevista en
el proyecto de ley.

2. Desmonte progresivo
Como consecuencia de la coyuntura por la cual atravesó reciente-

mente el sector financiero, algunas entidades financieras optaron por
presentar solicitudes formales encaminadas al desmonte progresivo
de sus operaciones sin afectar el ahorro del público.

La experiencia derivada de estos procesos indicó que el margen de
acción de la Superintendencia Bancaria en los procesos que se adelan-
taron se vio restringido por el ordenamiento jurídico vigente. Por tal
razón, se propone la creación de una medida cautelar nueva que facilite
la salida del mercado de tales entidades siempre y cuando se encuentre
plenamente garantizado el cumplimiento de las obligaciones con el
público y  bajo la estricta vigilancia de la Superintendencia Bancaria.

El desmonte progresivo se traduce en una desarticulación metódica
de las operaciones de la institución financiera o de seguros interesada
en finalizar su negocio de una forma ordenada, garantizando los
derechos de los ahorradores y de los tomadores y beneficiarios de
pólizas.

La medida procederá cuando la institución vigilada prevea que en
el mediano plazo no podrá continuar cumpliendo con los requerimien-
tos legales para funcionar en condiciones adecuadas, evento en cual
deberá adoptar y someter a la aprobación de la Superintendencia
Bancaria un programa de desmonte de sus operaciones financieras o
aseguradoras.

Teniendo en cuenta que la finalidad de la medida es la terminación
del negocio de la entidad de una forma tranquila pero controlada, se
prevé que una vez aprobado el programa por parte de la Superintendencia
Bancaria la entidad vigilada podrá quedar relevada del cumplimiento
de los requerimientos de una entidad en marcha normal.

3. Cesión de activos y pasivos
La modificación que se propone introducir al régimen de cesión de

activos, pasivos y contratos busca zanjar las múltiples interpretaciones
que se han dado en relación con la aceptación de los contratantes
cedidos o de los titulares de las acreencias en los casos en que la cesión
se produzca como resultado del ejercicio de la facultad que le concede
a la Superintendencia Bancaria el numeral 3 del artículo 325 del
Estatuto Orgánico del Sistema Financiero.

En consecuencia, el proyecto de ley dispone que en la cesión de
activos, pasivos y contratos no se requerirá la aceptación de los
contratantes cedidos o de los titulares de las acreencias, cuando la
cesión sea el resultado del ejercicio de la medida cautelar indicada en
el artículo 113 del  Estatuto Orgánico del Sistema Financiero.

De esta forma, la propuesta limita la aceptación a los contratos
intuito personae dada la naturaleza de este tipo de actos jurídicos, con
el fin de preservar el principio general consagrado en el artículo 887
del Código de Comercio.

4. Conflictos de interés
La legislación sobre los hechos generadores de conflictos de interés

no ha sido lo suficientemente clara, lo cual ha permitido que en
ocasiones la actividad de administradores, directores, revisores fisca-
les y en general de los funcionarios de las instituciones financieras con
acceso a información privilegiada, no se desarrolle con la transparen-
cia propia que requiere el sector financiero.
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Salvo el caso de las sociedades fiduciarias y las sociedades admi-
nistradoras de fondos de pensiones y cesantía, no existen limitaciones
expresas para las entidades vigiladas por la Superintendencia Banca-
ria que impidan la realización de operaciones que sean contrarias a la
transparencia que debe rodear el negocio financiero, razón por la cual
se hace necesario ajustar el régimen de conflictos de interés.

En la actualidad las normas facultan a la Superintendencia Bancaria
para calificar la existencia de tales conflictos de forma particular y
concreta, para lo cual debe oír previamente al Consejo Asesor. No
obstante, dicho esquema es demasiado rígido frente a la dinámica de
un negocio como el financiero, impidiendo que la Superintendencia
califique de manera general algunas situaciones como generadoras de
una situación de conflicto, así las mismas sean evidentes.

Debe destacarse que en desarrollo de las labores de supervisión de
las entidades vigiladas por la Superintendencia Bancaria  se han
encontrado operaciones en las que se le causa perjuicio a los clientes,
con el propósito de favorecer los intereses propios o los de terceros
vinculados a la entidad.

El proyecto de ley  dota a la Superintendencia Bancaria de la
facultad para calificar de manera general y previa aquellas situaciones
que considere generadoras de conflicto de interés, con el objeto de
solucionar las dificultades que actualmente tiene para establecer
objetivamente cuáles son las condiciones del mercado en un momento
dado y demás antecedentes de la negociación para configurar la
existencia del conflicto de interés.

Finalmente, debe aclararse que las limitaciones se extienden a
cualquier operación en la cual la entidad vigilada prefiera sus intere-
ses, o los de cualquier persona vinculada con ella, sobre los intereses
de sus clientes.

5. Instituto de Fomento Industrial
En los últimos años el sistema financiero colombiano ha avanzado

en su objetivo de ampliar la cobertura de sus operaciones, brindando
mayor seguridad y confianza a los usuarios. Sin embargo, persisten
fallas de mercado que impiden que ciertos sectores de la población y
algunas actividades económicas, sean atendidos adecuadamente por
el sector financiero.

Frente a estas circunstancias, la banca de redescuento constituye el
mecanismo adecuado para la intervención del Estado en la financia-
ción de estas actividades. El proyecto de ley propone consolidar al
Instituto de Fomento Industrial, IFI, como un banco de redescuento
estatal que contribuya al cumplimiento de la política económica y
social, proporcionando acceso fácil al crédito a los sectores esenciales
para el crecimiento y desarrollo de la economía, a través de líneas
especiales de crédito.

Teniendo en cuenta lo anterior, el proyecto define al Instituto como
un banco exclusivamente de redescuento, razón por la cual no podrá
continuar realizando operaciones de crédito directo.

Así las cosas, el mercado específico al cual se dirige la gestión del
IFI debe estar constituido por las  empresas que se dediquen principal-
mente a la explotación de industrias básicas y de transformación de
materias primas donde la iniciativa y el capital particular no se
desarrollen satisfactoriamente, así como a las  micro, medianas y
pequeñas empresas (mipymes).

El proyecto redefine la composición de la Junta Directiva y estable-
ce el régimen del cargo del presidente del Instituto. De igual forma se
replantea la incompatibilidad de carácter general para ejercer el cargo
de director que existe actualmente.

En materia de inversiones de capital, el proyecto prevé que el
instituto únicamente podrá mantener las mismas en compañías de
financiamiento comercial y en sociedades fiduciarias, que utilizará en
razón de su especialización funcional como complemento y/o instru-
mento para el desarrollo de las operaciones de fomento que le son
propias.

El régimen de operaciones se actualiza y profundiza con el fin de
facilitar el cumplimiento de su objeto legal, aclarando que en  ningún

caso el IFI podrá asumir riesgo directo, entendido como tal aquel que
se asume con personas o entidades diferentes a los establecimientos de
crédito con los cuales realiza operaciones de redescuento, a excepción
de las operaciones de crédito para financiar la venta de bienes recibi-
dos en pago.

De otro lado,  el fondeo del Instituto provendrá principalmente de
fuentes de crédito externas e internas, así como de la captación de
recursos mediante depósitos a término fijo.

Teniendo en cuenta que las operaciones de fomento no siempre
generan una rentabilidad positiva, el proyecto determina que el Go-
bierno Nacional debe incluir anualmente en el presupuesto nacional
las partidas destinadas a financiar el diferencial entre las tasas de
colocación de las líneas de crédito fomento y las tasas de captación de
los recursos del Instituto. De la misma forma, cuando el Gobierno
solicite al Instituto la implementación de operaciones de redescuento
para el fomento de sectores específicos de la economía, éste las llevará
a cabo únicamente cuando cuente con la apropiación presupuestal que
garantice la financiación del diferencial mencionado.

De igual forma, teniendo en cuenta las finalidades económicas
específicas que debe cumplir el Instituto, el proyecto lo exceptúa de
realizar inversiones forzosas, como ocurre con otros bancos de
redescuento que operan en Colombia.

Finalmente, con el propósito de señalar reglas ágiles para su
adecuada marcha financiera,  se establece que las operaciones, cual-
quiera que sea su naturaleza y modalidad, se regirán por las normas del
derecho privado exclusivamente.

6. Central de Inversiones S. A.
Como un complemento necesario al esquema de salvamento que se

introduce con las medidas de exclusión de activos y pasivos y desmon-
te progresivo de operaciones, el proyecto introduce modificaciones
necesarias a la operación de la Central de Inversiones S.A., entidad que
ha obrado como colectora de activos improductivos de la banca
oficial.

De esta forma, se establece que la Central de Inversiones S. A.,
CISA, debe mantener su carácter de sociedad de economía mixta
indirecta del orden nacional, de naturaleza única, pero sujetando la
celebración de todos sus actos y contratos al régimen de derecho
privado. De igual forma, se establece que el régimen legal aplicable a
los empleados de CISA debe ser el mismo de los trabajadores del
Fondo de Garantías de Instituciones Financieras.

En materia de operaciones, en concordancia con lo señalado inicial-
mente, se faculta a CISA para que en desarrollo de lo previsto en el
parágrafo del artículo 113 del Estatuto Orgánico del Sistema Financie-
ro, pueda asumir la administración no fiduciaria de los activos exclui-
dos de los establecimientos de crédito públicos, con los cuales se
conformará un patrimonio autónomo.

7. Nuevas operaciones de entidades financieras
Conscientes de la necesidad de impulsar la construcción y la

financiación de vivienda,  el proyecto faculta a los establecimientos
bancarios para realizar operaciones de leasing habitacional las cuales
deben tener  por objeto bienes inmuebles destinados a vivienda,
condicionando su realización a que la entidad posea cartera de vivien-
da que represente por lo menos el 50% del total de su cartera. Se
dispone, igualmente, que tal operación constituye un leasing operativo
para efectos contables y tributarios.

Vale la pena señalar que el Gobierno Nacional mediante decretos de
intervención en ejercicio de la facultad establecida por el literal f)
numeral 1 del artículo 48 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero
determinará los términos y condiciones para la realización de opera-
ciones de leasing habitacional.

La autorización de esta operación a los bancos hipotecarios genera
una nueva opción para la financiación de vivienda, introduciendo un
mecanismo que ha sido utilizado con éxito en varios países.

Por otro lado,  se faculta a los establecimientos de crédito para
celebrar contratos de administración no fiduciaria de la cartera y de las
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acreencias de las entidades financieras que han sido objeto de toma de
posesión para liquidar.

Con lo anterior se busca reducir  al máximo los requerimientos de
personal, así como  de software y hardware de las entidades en
liquidación, obteniéndose una reducción de costos y agilidad de dicho
procedimiento.

Finalmente, el proyecto autoriza a las Compañías de Financiamiento
Comercial para que reciban créditos de otros establecimientos de
crédito para la realización de operaciones de microcrédito, de confor-
midad con los lineamientos que determine el Gobierno Nacional.

De esta forma se busca un fondeo más estable y barato a las
compañías de financiamiento comercial que deseen desarrollar esta
modalidad de crédito, el cual es vital para el desarrollo económico y
social del país.

8. Protección a los usuarios del sistema financiero
El proyecto establece el deber de las entidades vigiladas de sumi-

nistrar a los usuarios de los servicios la información necesaria para
lograr la mayor transparencia en las operaciones que realicen, de
suerte que les permita, a través de elementos de juicio claros y
objetivos, escoger las mejores opciones del mercado.

En tal sentido, la norma proyectada establece que no está sujeta a
reserva la información correspondiente a los activos y al patrimonio de
las entidades vigiladas, sin perjuicio del deber de sigilo que éstas
tienen sobre la información recibida de sus clientes y usuarios.

El levantamiento legal de esta reserva se hace necesaria en la
medida en que las entidades vigiladas deben obrar con absoluta
transparencia en desarrollo de todas las operaciones que realicen en
ejercicio de actividades que la propia Constitución Política ha califi-
cado como de interés público. Lo anterior por cuanto los usuarios de
los servicios prestados por tales instituciones requieren de elementos
de juicio claramente definidos que los orienten de manera eficaz en la
toma de decisiones de ahorro o inversión, a cuyo efecto adquiere
especial importancia la información relacionada, de una parte, con los
accionistas o propietarios de la entidad y, de otra, con la situación
patrimonial de la empresa, más aún si se tiene en cuenta que el máximo
tribunal constitucional ha enfatizado en la necesidad de suministrar al
público todos aquellos datos que comporten relevancia financiera.

Adicionalmente, esta medida es concordante con el propósito del
proyecto de ley del Mercado Público de Valores que recientemente se
ha puesto a consideración del Honorable Congreso de la República, en
el sentido de que existan adecuados flujos de información y transpa-
rencia, como medida de protección a los inversionistas

El mayor nivel de información le permitirá a los usuarios comparar
el costo de los servicios de las diferentes instituciones financieras,
fomentando la sana competencia a través de mayor eficiencia y
menores costos.

9. Ajustes al capital mínimo
Uno de los propósitos de la Ley 510 de 1999 fue promover el

incremento de los patrimonios de las instituciones financieras a
niveles que les permitieran participar en el mercado y que sus accio-
nistas asumieran un nivel de riesgo importante  en función de una
adecuada administración de las entidades.

Dicho propósito se cumplió de forma adecuada permitiendo el
crecimiento y posicionamiento de la mayor parte de las entidades y la
salida ordenada de otras que por su estructura financiera y operativa no
resultaban viables dentro del mercado. Teniendo en cuenta que el
crecimiento patrimonial de las entidades financieras está asociado al
nivel de demanda de servicios financieros y al nicho específico que
cada una posee dentro del mercado, la exigencia que se hace en el
artículo 80 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero de mantener
en crecimiento el capital mínimo de constitución al ritmo del IPC, ya
no resulta necesaria dentro del ordenamiento legal.

En este orden de ideas, para el Estado resulta más conveniente que
las entidades financieras cumplan con el capital mínimo exigido en la
ley al momento de su constitución únicamente y que, de acuerdo con

el nivel de las operaciones de cada una y sus expectativas dentro del
mercado,  el patrimonio se ajuste en relación con el mayor o menor
grado de exposición a los riesgos propios de la actividad financiera.

Debe sumarse a las anteriores razones, el bajo nivel de inflación de la
economía nacional, así como la reciente eliminación de los ajustes
integrales por inflación de la contabilidad de las instituciones financieras.

En consecuencia, el proyecto contempla la derogatoria del numeral
4. del artículo 80 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, el cual
exige que el monto mínimo de capital previsto por el numeral primero
del mencionado artículo sea cumplido de manera permanente por las
entidades en funcionamiento.

10. Ajustes  a las normas del sector asegurador
El proyecto dota de facultades sancionatorias a la Superintendencia

Bancaria por la violación de los límites de inversión de las reservas
técnicas. Lo anterior,  por cuanto el portafolio de inversiones consti-
tuye uno de los rubros más importantes de las entidades aseguradoras,
el cual debe observar reglas claras y prudentes para su manejo y
supervisión, en la medida que de su buen manejo depende el pago
oportuno de los siniestros.

Por otro lado, el proyecto elimina el conflicto funcional que existe
en cabeza de la Superintendencia Bancaria, entidad que en la actuali-
dad establece las condiciones y tarifas del SOAT, y a su turno le
corresponde vigilar el cumplimiento de las mismas disposiciones. De
esta forma, se traslada al Gobierno Nacional la facultad de establecer
las condiciones generales de las pólizas y las tarifas máximas.

Finalmente, el proyecto armoniza la legislación colombiana con los
parámetros internacionales en materia de solvencia para las entidades
aseguradoras, eliminando la disyuntiva que se genera por la existencia
de  un patrimonio técnico requerido por ramos y un capital mínimo
exigible.  Para solucionar este problema se faculta al Gobierno
Nacional para que determine un capital mínimo por ramos, suficiente
para la explotación de los negocios para los cuales se encuentra
autorizada la compañía.

11. Ajustes a las normas del sector cooperativo
Mediante el proyecto de ley se precisa el alcance del artículo 40 de

la Ley 454 de 1998, de forma tal que la calidad de establecimiento de
crédito se aplica con todas sus consecuencias a las cooperativas
denominadas “financieras”. Dicha norma señala que la Superinten-
dencia Bancaria está facultada para establecer planes de ajuste para la
conversión en cooperativas financieras de aquellas cooperativas que
demuestren el cumplimiento de los requisitos para el efecto.

Es importante señalar que los planes de ajuste dispuestos en la
mencionada norma, constituyen un verdadero recorrido que deben
cumplir las entidades que pretendan su conversión, dándole un carác-
ter vinculante y previendo las consecuencias de su incumplimiento.

Igualmente, se dota a las cooperativas y al supervisor de mecanis-
mos ágiles que permitan el desmonte de sus pasivos con el público,
situación que ha presentado problemas en la práctica.

Por otro lado, se define el ámbito de competencia tanto de la
Superintendencia Bancaria como de la Superintendencia de la Econo-
mía Solidaria en materia de supervisión de las cooperativas que
adelanten actividades financieras, mediante la eliminación del ultimo
inciso del artículo 113 de la Ley 510 de 1999.

Entre dichos entes de control se han venido presentando diferencias
interpretativas respecto a la referencia al monto “del doble de aportes
mínimos”  que obligan a que una cooperativa de ahorro y crédito deba
convertirse en una cooperativa financiera vigilada por la
Superintendencia Bancaria.

A pesar de los acuerdos que se han dado entre dichas entidades,
subsiste un alto grado de subjetivismo.  Empero, la mayor dificultad
reside en que dada la naturaleza de las cooperativas, éstas cuentan con
volúmenes de captaciones cíclicos que se manifiestan en forma
diversa según la geografía del país.

Lo anterior conlleva a que se genere confusión e incertidumbre
jurídica en los vigilados al tener que pasar de una institución a otra, en
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función del monto de sus captaciones. Con la eliminación del inciso se
busca que aquellas entidades cooperativas que realicen captaciones
del público sean vigiladas por la Superintendencia Bancaria y aquellas
que solo capten ahorro de sus asociados sean vigiladas por la
Superintendencia de Economía Solidaria, con lo cual se logra un
criterio técnico que impida conflictos de competencia en materia de
supervisión.

12. Ajuste a las normas y facultades  de la Superintendencia
Bancaria

El proyecto establece que los requisitos objetivos y las calidades
subjetivas valoradas por la Superintendencia Bancaria para autorizar
la posesión de los administradores y revisores fiscales de las entidades
vigiladas, deben acreditarse y conservarse por los mismos durante
todo el tiempo en que se desempeñen en cargos que requieran pose-
sión. Para el efecto, se le faculta para revocar la posesión de los
administradores y revisores fiscales que no conserven las calidades
objetivas y subjetivas evaluadas al momento de autorizar su posesión

De otra parte, mediante el proyecto se faculta a la Superintendencia
Bancaria para evaluar la situación de las inversiones de capital en el
exterior de las entidades vigiladas. La propuesta tiene como finalidad
impedir que las entidades vigiladas se nieguen a proporcionar la
información que en el territorio nacional tienen sobre sus inversiones
en el exterior, la cual resulta necesaria para una adecuada supervisión.

En materia de regulación prudencial se faculta a la Superintendencia
Bancaria para establecer en qué casos las entidades sometidas a su
control y vigilancia deben consolidar sus operaciones con otras
instituciones sujetas o no a su supervisión, con el fin de realizar una
supervisión compresiva y consolidada. La propuesta permite que  la
Superintendencia Bancaria pueda establecer los eventos en los cuales
las entidades que vigila deben consolidar sus estados financieros y, de
esta manera, facilitar un análisis comprensivo de los riesgos implícitos
en todas las actividades que se realizan en el grupo incluyendo las
empresas no vigiladas.

Así mismo, se faculta al órgano de control para practicar visitas de
inspección a entidades no sometidas a su control y vigilancia, exami-
nar sus archivos y solicitar la información que se requiera para
determinar si concurren los presupuestos para que ellas consoliden sus
operaciones con entidades  financieras o aseguradoras, o si existen
vínculos u operaciones que puedan llegar a representar un riesgo para
estas últimas, con el fin de realizar una supervisión compresiva y
consolidada.

Finalmente, se modifica en su totalidad la parte séptima del Estatuto
Orgánico del Sistema Financiero, la cual contempla el régimen
sancionatorio de competencia de la Superintendencia Bancaria.

En tal sentido, se establece el marco jurídico de la actividad
sancionatoria de la Superintendencia Bancaria armonizando de esta
forma el contenido de dicha reglamentación con la sentencia C-1161
del 6 de septiembre de 2000, proferida por la Corte Constitucional.

13. Representación legal de las  liquidaciones forzosas admi-
nistrativas

En la medida en que el liquidador es el único representante legal de
la entidad en liquidación, su ausencia temporal o definitiva puede
causar graves perjuicios a la marcha de la entidad. De otra parte,

existen liquidaciones cuyo tamaño y complejidad demandan un tiem-
po considerable de quien ejerce la representación legal al punto que
pueden desbordar la capacidad operativa del liquidador.

En tal sentido, el proyecto faculta al  Fondo de Garantías de
Instituciones Financieras para que designe el funcionario de la liqui-
dación forzosa administrativa que tendrá la representación legal
alterna.

Para el caso de procesos liquidatorios de entidades públicas, en el
acto administrativo que disponga la medida, podrá designarse el
funcionario de la liquidación que tendrá la representación legal de la
misma de manera alterna al liquidador.

Por otra parte, mediante la figura de la compensación, se elimina
uno de los problemas más frecuentes presentados en las liquidaciones
de entidades públicas. En efecto, teniendo en cuenta que una parte
significativa de las obligaciones de entidades públicas en liquidación
corresponde a acreencias a favor de entidades públicas, se considera
conveniente establecer la compensación de las deudas que afectarían
el presupuesto nacional de una u otra forma, toda vez que el giro  de
estas sumas se produciría inevitablemente.

14. Comité de Seguimiento al Sector Financiero
Con el propósito de compartir información relevante, promover la

homogenización y mejora técnica de los medios y procedimientos en
relación con el seguimiento del sistema financiero y  promover de
manera coordinada y en tiempo oportuno la adopción de las acciones
respecto del mismo,  el proyecto prevé que el Ministerio de Hacienda
y Crédito Público, el Banco de la República, la Superintendencia
Bancaria y el Fondo de Garantías de Instituciones Financieras se
reúnan periódicamente en un comité de coordinación.

Para el cumplimiento de las finalidades anotadas, se faculta al
Gobierno Nacional para que determine las actividades del comité, así
como la forma en que estarán representadas las entidades, la periodi-
cidad de sus reuniones y demás aspectos necesarios para el efecto.

15. Oficinas de representación
Mediante el proyecto se introducen reglas en materia de oficinas de

representación de organismos financieros, de seguros y de reaseguros
del exterior.  Con esta  adición se faculta al Gobierno Nacional para que
establezca un marco regulatorio que permita supervisar las activida-
des de oficinas de representación de entidades del exterior en el país.

De la honorable Cámara de Representantes, muy atentamente,
Juan Manuel Santos,

Ministro de Hacienda y Crédito Público.
CAMARA DE REPRESENTANTES

SECRETARIA GENERAL
El día 26 de septiembre del año 2001 ha sido presentado en este

Despacho, el Proyecto de ley número 106 con su correspondiente
exposición de motivos, por el doctor Juan Manuel Santos, Ministro de
Hacienda.

El Secretario General,
Angelino Lizcano Rivera.
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